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El Parlamento Europeo,

– Visto el artículo 225 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea,

– Vista la Directiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 
2000, relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la 
información, en particular el comercio electrónico en el mercado interior («Directiva 
sobre el comercio electrónico»)1,

– Visto el Reglamento (UE) 2019/1150 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de 
junio de 2019, sobre el fomento de la equidad y la transparencia para los usuarios 
profesionales de servicios de intermediación en línea2,

– Vista la Directiva (UE) 2019/770 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo 
de 2019, relativa a determinados aspectos de los contratos de suministro de contenidos y 
servicios digitales3,

– Vista la Directiva (UE) 2019/771 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo 
de 2019, relativa a determinados aspectos de los contratos de compraventa de bienes, 
por la que se modifican el Reglamento (UE) 2017/2394 y la Directiva 2009/22/CE y se 
deroga la Directiva 1999/44/CE4,

– Vista la Directiva 2005/29/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 
2005, relativa a las prácticas comerciales desleales de las empresas en sus relaciones 
con los consumidores en el mercado interior, que modifica la Directiva 84/450/CEE del 
Consejo, las Directivas 97/7/CE, 98/27/CE y 2002/65/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo y el Reglamento (CE) n.º 2006/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo 
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(Directiva sobre las prácticas comerciales desleales)1,

– Visto el Reglamento (UE) 2019/1020 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de 
junio de 2019, relativo a la vigilancia del mercado y la conformidad de los productos y 
por el que se modifican la Directiva 2004/42/CE y los Reglamentos (CE) n.º 765/2008 y 
(UE) n.º 305/20112, 

– Vista la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de 
diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior3,

– Vista su Resolución de 21 de septiembre de 2010 sobre la realización del mercado 
interior del comercio electrónico4,

– Vista su Resolución, de 15 de junio de 2017, sobre las plataformas en línea y el 
mercado único digital5,

– Vista la Comunicación de la Comisión, de 11 de enero de 2012, titulada «Un marco 
coherente para la construcción de la confianza en el mercado digital único para el 
comercio electrónico y los servicios en línea» (COM(2011)0942),

– Vista la Recomendación (UE) 2018/334 de la Comisión, de 1 de marzo de 2018, sobre 
medidas para combatir eficazmente los contenidos ilegales en línea6, y la Comunicación 
de la Comisión, de 28 de septiembre de 2017, titulada «Lucha contra el contenido ilícito 
en línea: Hacia una mayor responsabilidad de las plataformas en línea» 
(COM(2017)0555),

– Vista la Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité 
Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, de 26 de abril de 2018, 
titulada «La lucha contra la desinformación en línea: un enfoque europeo» 
(COM(2018)0236), que trata sobre la información falsa o engañosa que se crea, 
presenta y difunde con fines lucrativos o para engañar deliberadamente a la población, y 
que puede causar un perjuicio público,

– Vistos el memorando de entendimiento sobre la venta de productos falsificados a través 
de internet, de 21 de junio de 2016, y su revisión en la Comunicación de la Comisión al 
Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social Europeo, de 29 de 
noviembre de 2017, titulada «Un sistema equilibrado de garantía de cumplimiento en 
materia de propiedad intelectual en respuesta a los retos sociales actuales» 
(COM(2017)0707),

– Visto el dictamen del Comité Europeo de las Regiones (ECON-VI/048), de 5 de 
diciembre de 2019, sobre «Un marco europeo de respuestas normativas a la economía 
colaborativa»,

– Visto el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 
abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
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tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se 
deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos)1,

– Vista la Directiva (UE) 2019/790 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de abril 
de 2019, sobre los derechos de autor y derechos afines en el mercado único digital y por 
la que se modifican las Directivas 96/9/CE y 2001/29/CE2,

– Vista la Directiva 2002/58/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de julio de 
2002, relativa al tratamiento de los datos personales y a la protección de la intimidad en 
el sector de las comunicaciones electrónicas (Directiva sobre la privacidad y las 
comunicaciones electrónicas)3,

– Vistas la Directiva 96/9/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de marzo de 
1996, sobre la protección jurídica de las bases de datos4, la Directiva 2001/29/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2001, relativa a la armonización 
de determinados aspectos de los derechos de autor y derechos afines a los derechos de 
autor en la sociedad de la información5 y la Directiva 2010/13/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 10 de marzo de 2010, sobre la coordinación de determinadas 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros 
relativas a la prestación de servicios de comunicación audiovisual (Directiva de 
servicios de comunicación audiovisual)6,

– Vista la Comunicación de la Comisión, de 10 de marzo de 2020, titulada «Una 
estrategia para las pymes en pro de una Europa sostenible y digital» (COM(2020)0103),

– Visto el Libro Blanco de la Comisión sobre la inteligencia artificial - un enfoque 
europeo orientado a la excelencia y la confianza, de 19 de febrero de 2020 
(COM(2020)0065),

– Vista la Comunicación de la Comisión, de 19 de febrero de 2020, titulada «Configurar 
el futuro digital de Europa» (COM(2020)0067),

– Vistos los compromisos contraídos por la Comisión en sus «Orientaciones políticas para 
la próxima Comisión Europea 2019-2024»,

– Visto el estudio del Servicio de Estudios del Parlamento Europeo titulado «Mapping the 
cost of Non-Europe 2019-2024» (Cartografía del coste de la no Europa 201-2024), que 
muestra que el beneficio potencial de completar el mercado único digital de servicios 
podría ascender a 100 000 000 000 EUR,

– Visto el estudio del Departamento Temático de Políticas Económicas y Científicas y de 
Calidad de Vida del Parlamento Europeo titulado «The e-commerce Directive as the 
cornerstone of the Internal Market» (La Directiva sobre el comercio electrónico como 
piedra angular del mercado interior), que destaca cuatro prioridades para mejorar la 
Directiva sobre el comercio electrónico,
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– Vistos los estudios proporcionados por el Departamento Temático de Políticas 
Económicas y Científicas y de Calidad de Vida para el seminario sobre «E-commerce 
rules, fit for the digital age» (Las normas sobre comercio electrónico, listas para la era 
digital), organizado por la Comisión de Mercado Interior y Protección del Consumidor 
(IMCO),

– Visto el estudio de evaluación del valor añadido europeo realizado por el Servicio de 
Estudios Parlamentarios (EPRS) titulado «Digital Services Act: European added value 
assessment» (Ley de servicios digitales: valor añadido europeo)1,

– Visto el vademécum de la Directiva 98/48/CE, que introduce un mecanismo para la 
transparencia de la normativa relativa a los servicios de la sociedad de la información,

– Vistos los artículos 47 y 54 de su Reglamento interno,

– Vistos los dictámenes de la Comisión de Transportes y Turismo, de la Comisión de 
Cultura y Educación, de la Comisión de Asuntos Jurídicos y de la Comisión de 
Libertades Civiles, Justicia y Asuntos de Interior,

– Visto el informe de la Comisión de Mercado Interior y Protección del Consumidor (A9-
0181/2020),

A. Considerando que el comercio electrónico influye en la vida cotidiana de las personas, 
las empresas y los consumidores de la Unión y, cuando opera en condiciones de 
competencia equitativas, puede contribuir positivamente a explotar el potencial del 
mercado único digital, aumentar la confianza de los consumidores y proporcionar a los 
nuevos participantes, en particular a las microempresas y las pymes, nuevas 
oportunidades para un crecimiento y empleo sostenibles;

B. Considerando que la Directiva 2000/31/CE («Directiva sobre el comercio electrónico») 
ha sido uno de los actos legislativos de la Unión con mejores resultados y ha 
configurado el mercado único digital tal y como lo conocemos hoy; que la Directiva 
sobre el comercio electrónico fue adoptada hace 20 años y paquete de la Ley de 
servicios digitales debe tener en cuenta la rápida transformación y expansión del 
comercio electrónico en todas sus formas, con la aparición de una multitud de servicios, 
productos, prestadores y retos, además de diversos actos legislativos sectoriales; 
considerando que, desde la adopción de la Directiva sobre el comercio electrónico, el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en lo sucesivo, «Tribunal de Justicia») ha 
dictado una serie de sentencias al respecto;

C. Considerando que en la actualidad los Estados miembros aplican un enfoque 
fragmentado a la lucha contra los contenidos ilegales en línea; que, en consecuencia, los 
prestadores de servicios de que se trata pueden estar sujetos a una serie de requisitos 
legales que difieren en cuanto a su contenido y alcance; que parece haber deficiencias 
en cuanto a la observancia y a la cooperación entre los Estados miembros, así como 
problemas con el marco jurídico vigente;

D. Destaca que los servicios digitales deben respetar plenamente los derechos humanos 
fundamentales, en particular la el respeto de la vida privada, la protección de los datos 
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personales, la no discriminación y la libertad de expresión y de información, así como el 
pluralismo de los medios de comunicación y la diversidad cultural y los derechos del 
niño, consagrados en los Tratados y en la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea (en lo sucesivo, «Carta»);

E. Considerando que, en su Comunicación «Configurar el futuro digital de Europa», la 
Comisión se comprometió a adoptar como parte de la Ley de Servicios Digitales normas 
nuevas y revisadas aplicables a las plataformas en línea y los prestadores de servicios de 
información, a reforzar la supervisión de las políticas de contenidos de las plataformas 
en la Unión y a examinar las normas ex ante;

F. Considerando que la pandemia de COVID-19 ha traído consigo nuevos retos sociales y 
económicos que afectan profundamente a los ciudadanos y a la economía; que, al 
mismo tiempo, la pandemia de COVID-19 pone de manifiesto la resiliencia del sector 
del comercio electrónico y su potencial como impulsor del relanzamiento de la 
economía europea; que la pandemia también ha puesto de manifiesto deficiencias del 
actual marco regulador, en particular en lo que se refiere al acervo en materia de 
protección de los consumidores; que ello exige que la acción a escala de la Unión tenga 
un enfoque más coherente y coordinado para abordar las dificultades detectadas y evitar 
que se produzcan en el futuro;

G. Considerando que la pandemia de la COVID-19 ha demostrado hasta qué punto son 
vulnerables los consumidores de la Unión ante prácticas comerciales engañosas de 
comerciantes sin escrúpulos que venden productos ilegales en línea que no se ajustan a 
las normas de seguridad de la Unión o imponen otras condiciones injustas a los 
consumidores; que la pandemia de COVID-19 ha demostrado en particular que las 
plataformas y los servicios de intermediación en línea deben redoblar sus esfuerzos para 
detectar y eliminar rápidamente las falsedades y hacer frente de forma coherente y 
coordinada a las prácticas engañosas de comerciantes poco escrupulosos, en particular 
de los que venden en línea equipos médicos falsos o productos peligrosos; que la 
Comisión acogió con satisfacción el enfoque positivo de las plataformas en respuesta a 
las cartas enviadas el 23 de marzo de 2020; que es necesario adoptar medidas a nivel de 
la Unión a fin de contar con un enfoque más coherente y coordinado para luchar contra 
esas prácticas engañosas y proteger a los consumidores;

H. Considerando que la Ley de Servicios Digitales debe garantizar una protección 
exhaustiva de los derechos de consumidores y usuarios en la Unión y que, por lo tanto, 
su ámbito territorial debe comprender las actividades de los prestadores de servicios de 
la sociedad de la información establecidos en terceros países cuando sus servicios 
comprendidos en el ámbito de aplicación de la Ley de Servicios Digitales se dirijan a 
consumidores o usuarios en la Unión;

I. Considerando que la Ley de Servicios Digitales debe aclarar la naturaleza de los 
servicios digitales comprendidos en su ámbito de aplicación, manteniendo al mismo 
tiempo el carácter horizontal de la Directiva sobre comercio electrónico, que se aplica 
no solo a las plataformas en línea, sino a todos los prestadores de servicios de la 
sociedad de la información tal como se definen en el Derecho de la Unión;

J. Considerando que la Ley de Servicios Digitales debe entenderse sin perjuicio del 
Reglamento (UE) 2016/679 por el que se establece un marco jurídico para la protección 
de los datos personales («RGPD»), de la Directiva (UE) 2019/790 relativa a los 
derechos de autor y derechos afines en el mercado único digital, de la Directiva 



2010/13/UE sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas a la prestación de 
servicios de comunicación audiovisual, y de la Directiva 2002/58/CE relativa al 
tratamiento de los datos personales y a la protección de la intimidad en el sector de las 
comunicaciones electrónicas;

K. Considerando que la Ley de Servicios Digitales no debe afectar a la Directiva 
2005/29/CE, modificada por la Directiva (UE) 2019/2161, ni a las Directivas (UE) 
2019/770 y (UE) 2019/771 relativas a determinados aspectos de los contratos de 
suministro de contenidos y servicios digitales y a los contratos de compraventa de 
bienes, ni al Reglamento (UE) 2019/1150 sobre el fomento de la equidad y la 
transparencia para las empresas que utilizan servicios de intermediación en línea;

L. Considerando que la Ley de Servicios Digitales debe entenderse sin perjuicio del marco 
establecido por la Directiva 2006/123/CE relativa a los servicios en el mercado interior;

M. Considerando que determinados tipos de contenidos ilegales, que son un motivo 
importante de preocupación, ya se contemplan en el Derecho nacional y en el de la 
Unión, como la incitación al odio, y no deben redefinirse en la Ley de Servicios 
Digitales;

N. Considerando que mejorar la transparencia y ayudar a los ciudadanos a adquirir 
alfabetización mediática y digital en relación con la difusión de contenidos nocivos, la 
incitación al odio y la desinformación, así como a desarrollar un pensamiento crítico, y 
reforzar el periodismo profesional independiente y unos medios de comunicación de 
calidad contribuirá a promover contenidos diversos y de calidad;

O. Considerando que la base de datos WHOIS es una base de datos de acceso público que 
ha sido un instrumento útil para encontrar en internet a los propietarios de nombres de 
dominio concretos, así como los datos y la persona de contacto correspondientes a cada 
nombre de dominio;

P. Considerando que el objetivo de la Ley de Servicios Digitales debe ser garantizar la 
seguridad jurídica y la claridad, también en el mercado de alquiler a corto plazo y los 
servicios de movilidad, promoviendo la transparencia y unas obligaciones de 
información más claras;

Q. Considerando que el acuerdo concluido por la Comisión en marzo de 2020 con algunas 
plataformas del sector del alquiler a corto plazo sobre intercambio de datos permitirá a 
las administraciones municipales entender mejor la evolución de la economía 
colaborativa y hará posible un intercambio de datos fiable y constante y la elaboración 
de políticas con base empírica; que son necesarias nuevas medidas para poner en 
marcha un marco de intercambio de datos más exhaustivo para las plataformas en línea 
de alquiler a corto plazo;

R. Considerando que la pandemia de COVID-19 ha tenido serias repercusiones en la 
Unión y ha puesto de manifiesto la necesidad de seguir fomentando la colaboración en 
torno a los corredores verdes al objeto de garantizar el buen funcionamiento de las 
cadenas de suministro de la Unión y la circulación de mercancías en toda la red de 
transporte la Unión;

S. Considerando que la evolución en el desarrollo y el uso de las plataformas de internet 



para una amplia gama de actividades, como las actividades comerciales y el intercambio 
de productos y servicios, ha cambiado el modo en que los usuarios y las empresas 
interactúan con proveedores de contenidos, comerciantes y otras personas que ofrecen 
productos y servicios; que el mercado único digital no tendrá éxito si los usuarios no 
confían en las plataformas en línea, que deben respetar plenamente la legislación 
aplicable y los intereses legítimos de los usuarios; que todo futuro marco normativo 
debe abordar también los modelos comerciales intrusivos, en particular la manipulación 
de los comportamientos y las prácticas discriminatorias, que tienen efectos importantes 
en detrimento del funcionamiento del mercado único y de los derechos fundamentales 
de los usuarios;

T. Considerando que los Estados miembros deben esforzarse por mejorar el acceso y la 
eficiencia de sus sistemas judiciales y policiales en cuanto a la determinación de la 
ilegalidad de los contenidos en línea y la resolución de litigios relativos a la supresión 
de contenidos o la desactivación del acceso a estos;

U. Considerando que los requisitos de la Ley de Servicios Digitales deben resultar fáciles 
de aplicar en la práctica para los prestadores de servicios de la sociedad de la 
información; que los intermediarios en línea podrían cifrar su contenido o evitar de otro 
modo el acceso por parte de terceros, en particular los intermediarios que prestan los 
servicios de alojamiento de dicho contenido;

V. Considerando que una manera eficaz de reducir las actividades ilegales es permitir el 
desarrollo de nuevos modelos de negocio innovadores y reforzar el mercado único 
digital mediante la eliminación de obstáculos injustificados a la libre circulación de 
contenidos digitales; que estos obstáculos, que crean mercados nacionales 
fragmentados, contribuyen a crear una demanda de contenidos ilegales;

W. Considerando que los servicios digitales deben proporcionar a los consumidores medios 
directos y eficientes de comunicación fáciles de usar, fácilmente identificables y 
accesibles, como direcciones de correo electrónico, formularios de contacto 
electrónicos, bots conversacionales, mensajería instantánea o devolución de llamadas 
telefónicas, y deben prever que la información relativa a dichos medios de 
comunicación resulte accesible para los consumidores de manera clara, comprensible y, 
siempre que sea posible, uniforme, y que las solicitudes de los consumidores sean 
dirigidas entre los diferentes servicios digitales subyacentes del prestador de servicios 
digitales;

X. Considerando que la Ley de Servicios Digitales debe garantizar el derecho de los 
consumidores a ser informados si un servicio se basa en la inteligencia artificial (IA) o 
utiliza herramientas automatizadas de toma de decisiones o de aprendizaje automático o 
herramientas automatizadas de reconocimiento de contenidos; que la Ley de Servicios 
Digitales debe ofrecer la posibilidad de no adoptar, limitar o personalizar el uso de 
cualquier función automatizada de personalización, especialmente en relación con 
clasificaciones y, más concretamente, ofrecer la posibilidad de ver contenidos en un 
orden no curado y dar un mayor control a los usuarios sobre el modo en que se 
clasifican los contenidos;

Y. Considerando que la protección de los datos personales sujetos a procesos de decisión 
automatizados ya está contemplada, entre otros lugares, en el RGPD y que la Ley de 
Servicios Digitales no debe tratar de repetir o modificar dichas medidas;



Z. Considerando que la Comisión debe velar por que la Ley de Servicios Digitales 
preserve el enfoque centrado en el ser humano con respecto a la IA, en consonancia con 
las normas existentes sobre la libre circulación de los servicios basados en la 
inteligencia artificial, respetando al mismo tiempo los valores y derechos fundamentales 
consagrados en los Tratados;

AA. Considerando que las autoridades nacionales de supervisión, cuando así lo permita el 
Derecho de la Unión, deben tener acceso a la documentación del software y a los 
conjuntos de datos de los algoritmos objeto de revisión;

AB. Considerando que los conceptos de transparencia y explicabilidad de los algoritmos 
deben entenderse en el sentido de que la información facilitada al usuario debe 
presentarse de forma concisa, transparente, inteligible y fácilmente accesible, expresada 
en un lenguaje claro y sencillo;

AC. Considerando que es importante establecer medidas para garantizar efectivamente el 
cumplimiento y la supervisión; que la observancia de las disposiciones debe reforzarse 
con unas sanciones efectivas, proporcionadas y disuasorias, incluida la imposición de 
multas proporcionadas;

AD. Considerando que la Ley de Servicios Digitales debe equilibrar los derechos de todos 
los usuarios y garantizar que sus medidas no se elaboren de manera que favorezcan un 
interés legítimo en detrimento de otro e impedir que se utilicen las medidas como 
instrumentos ofensivos en cualquier conflicto entre empresas o sectores;

AE. Considerando que el mecanismo ex ante del mercado interior debe aplicarse cuando la 
legislación en materia de competencia sea insuficiente por sí sola para abordar 
adecuadamente las deficiencias del mercado detectadas;

AF. Considerando que las medidas legislativas propuestas como parte de la Ley de Servicios 
Digitales deben basarse en pruebas; que la Comisión debe llevar a cabo una evaluación 
de impacto exhaustiva, basada en datos, estadísticas, análisis y estudios pertinentes de 
las distintas opciones disponibles; que en esa evaluación de impacto también deben 
evaluarse y analizarse los productos poco seguros y peligrosos vendidos en mercados en 
línea; que la evaluación de impacto también debe tener en cuenta las lecciones extraídas 
de la pandemia de COVID-19 y tener en cuenta las resoluciones del Parlamento 
Europeo; que la Ley de Servicios Digitales debe ir acompañada de directrices de 
aplicación;

Principios generales

1. Acoge con satisfacción el compromiso de la Comisión de presentar, con arreglo al 
artículo 225 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), una 
propuesta de paquete de Ley de Servicios Digitales, que consistirá en una propuesta de 
modificación de la Directiva sobre el comercio electrónico y una propuesta de normas 
ex ante relativas a grandes operadores sistémicos que desempeñan una función de 
guardián de acceso; pide a la Comisión que presente dicho paquete sobre la base de los 
artículos 53, apartado 1, 62 y 114 del TFUE, siguiendo las recomendaciones que figuran 
en el anexo a la presente Resolución, sobre la base de una evaluación de impacto 
exhaustiva que debe ofrecer información sobre las repercusiones financieras de las 
propuestas y basarse en datos, estadísticas y análisis pertinentes;



2. Reconoce la importancia del marco legal establecido por la Directiva sobre el comercio 
electrónico para el desarrollo de los servicios en línea en la Unión, y considera que 
siguen siendo válidos los principios por los que se han regido los legisladores a la hora 
de establecer normas reguladoras relativas a los prestadores de servicios de la sociedad 
de la información a finales de la década de los años noventa y deben utilizarse para 
elaborar propuestas futuras; destaca que la seguridad jurídica que aporta la Directiva 
sobre el comercio electrónico ha brindado a las pymes la oportunidad de ampliar su 
negocio y operar con más facilidad más allá de las fronteras;

3. Opina que todos los prestadores de servicios digitales establecidos fuera de la Unión 
deben respetar las normas de la Ley de Servicios Digitales cuando dirijan servicios a la 
Unión, a fin de garantizar unas condiciones de competencia equitativas entre los 
prestadores de servicios digitales europeos y de terceros países; pide a la Comisión que 
evalúe además si hay riesgo de medidas de retorsión por parte de terceros países, 
informando al mismo tiempo de cómo se aplica el Derecho de la Unión a los 
prestadores de servicios de terceros países dirigidos al mercado de la Unión;

4. Subraya el papel central que ha desempeñado en el desarrollo del mercado único digital 
la cláusula del mercado interior, que establece el control del país de origen y la 
obligación de los Estados miembros de garantizar la libre circulación de los servicios de 
la sociedad de la información; destaca la necesidad de abordar los obstáculos 
injustificados y desproporcionados que siguen dificultando la prestación de servicios 
digitales, como los procedimientos administrativos complejos, los costosos 
procedimientos transfronterizos de resolución de litigios y el acceso a la información 
sobre los requisitos normativos pertinentes, incluida la fiscalidad, y de garantizar que no 
se creen nuevos obstáculos injustificados y desproporcionados;

5. Señala que, en virtud de las normas de la Unión sobre libre circulación de servicios, los 
Estados miembros pueden adoptar medidas para proteger objetivos legítimos de interés 
público, como la protección del orden público, la salud pública, la seguridad pública, la 
protección de los consumidores, la lucha contra la escasez de viviendas de alquiler y la 
prevención de la evasión y la elusión fiscales, siempre que dichas medidas respeten los 
principios de no discriminación y proporcionalidad;

6. Estima que deben mantenerse los principios fundamentales de la Directiva sobre el 
comercio electrónico, como la cláusula de mercado interior, la libertad de 
establecimiento, la libertad de prestación de servicios y la prohibición de imponer una 
obligación general de supervisión; subraya que el principio de «lo que es ilegal en la 
sociedad analógica debe serlo también en la sociedad digital», así como los principios 
de protección de los consumidores y de seguridad de los usuarios deben ser también 
principios rectores del futuro marco normativo;

7. Destaca la importancia de las plataformas de economía colaborativa, en particular en los 
sectores del transporte y el turismo, en las que prestan servicios tanto particulares como 
profesionales; pide a la Comisión que, tras consultar a todas las partes interesadas 
pertinentes, ponga en marcha un intercambio más comprensible de datos no personales 
y un marco de coordinación entre plataformas y autoridades nacionales, regionales y 
locales, dedicado especialmente a compartir las mejores prácticas y establecer un 
conjunto de obligaciones de información, en consonancia con la estrategia de datos de 
la UE;

8. Toma nota de que el régimen de protección de datos se ha actualizado 



considerablemente desde la adopción de la Directiva sobre el comercio electrónico, y 
hace hincapié en que el rápido desarrollo de los servicios digitales requiere un marco 
legislativo sólido y con perspectivas de futuro para proteger los datos personales y la 
privacidad; destaca, a este respecto, que los prestadores de servicios digitales deben 
cumplir los requisitos de la legislación de la Unión en materia de protección de datos, 
concretamente del RGPD y la Directiva 2002/58/CE («Directiva sobre la privacidad y 
las comunicaciones electrónicas»), actualmente en proceso de revisión, atenerse al 
amplio marco de derechos fundamentales, en particular la libertad de expresión, la 
dignidad y la no discriminación, y respetar el derecho a la tutela judicial efectiva, y 
garantizar la seguridad y la protección de sus sistemas y servicios;

9. Considera que la Ley de Servicios Digitales debe garantizar la confianza de los 
consumidores y establecer claramente que se cumplen los requisitos de la legislación en 
materia de consumo y de seguridad de los productos, a fin de garantizar la seguridad 
jurídica; señala que la Ley de Servicios Digitales debe prestar especial atención a los 
usuarios con discapacidades y garantizar la accesibilidad de los servicios de la sociedad 
de la información; pide a la Comisión que anime a los prestadores de servicios a 
desarrollar instrumentos técnicos que permitan que las personas con discapacidad 
accedan efectivamente a los servicios de la sociedad de la información, los utilicen y se 
beneficien de ellos;

10. Destaca la importancia de mantener el enfoque horizontal de la Directiva sobre el 
comercio electrónico; destaca que el enfoque de «talla única» no es adecuado para 
abordar todos los nuevos retos del panorama digital actual y que la diversidad de los 
agentes y de los servicios ofrecidos en línea hace necesario un enfoque regulador 
adaptado; recomienda que se distinga entre actividades con finalidad económica y sin 
ella, y entre los distintos tipos de servicios digitales alojados en las plataformas, en 
lugar de centrarse en el tipo de plataforma; considera, en este contexto, que cualquier 
futura propuesta legislativa debe tratar de garantizar que sean proporcionadas y claras 
las nuevas obligaciones de la Unión relativas a los prestadores de servicios de la 
sociedad de la información;

11. Recuerda que un gran número de decisiones legislativas y administrativas, y de 
relaciones contractuales utilizan las definiciones y las normas de la Directiva sobre el 
comercio electrónico y que, por lo tanto, cualquier modificación de las mismas tendrá 
consecuencias importantes;

12. Subraya que un marco de la Unión predecible, con perspectivas de futuro, claro y 
exhaustivo, y una competencia leal son fundamentales para promover el crecimiento de 
todas las empresas europeas, en particular plataformas de pequeña escala, pymes, 
incluidas las microempresas, los emprendedores y las empresas emergentes, para 
aumentar las prestación transfronteriza de servicios de la sociedad de la información, 
acabar con la fragmentación del mercado y ofrecer a las empresas europeas unas 
condiciones de competencia equitativas que les permitan beneficiarse plenamente del 
mercado de servicios digitales y ser competitivas en términos globales a nivel mundial;

13. Subraya que el futuro instrumento del mercado interior sobre normas ex ante aplicables 
a plataformas sistémicas y la anunciada nueva herramienta de competencia, destinada a 
subsanar las lagunas del Derecho de la competencia, deben mantenerse como 
instrumentos jurídicos separados;

14. Recuerda que la Directiva sobre el comercio electrónico se redactó de manera neutral en 



cuanto a las tecnologías para garantizar que no quede obsoleta por los avances 
tecnológicos derivados del rápido ritmo de la innovación en el sector de las tecnologías 
de la información, y subraya que la Ley de Servicios Digitales debe seguir estando 
preparada para el futuro y siendo aplicable a la aparición de nuevas tecnologías con 
repercusiones en el mercado único digital; pide a la Comisión que vele por que 
cualquier revisión siga siendo neutral en cuanto a las tecnologías a fin de garantizar 
beneficios duraderos para empresas y consumidores;

15. Opina que es necesaria la igualdad de condiciones de competencia en el mercado 
interior entre la economía de plataformas y la economía «tradicional» sobre la base de 
los mismos derechos y obligaciones para todas las partes interesadas (consumidores y 
empresas); considera que la Ley de Servicios Digitales no debe abordar la cuestión de 
los trabajadores de plataformas; considera, por tanto, que la protección social y los 
derechos sociales de los trabajadores, incluidos los trabajadores de las plataformas o de 
la economía colaborativa, deben abordarse adecuadamente en un instrumento separado 
con el fin de ofrecer una respuesta adecuada y exhaustiva a los retos de la economía 
digital actual;

16. Considera que la Ley de Servicios Digitales debe basarse en los valores comunes de la 
Unión que protegen los derechos de los ciudadanos y debe fomentar la creación de un 
ecosistema en línea rico y diverso con una amplia gama de servicios en línea, un 
entorno digital competitivo, transparencia y seguridad jurídica para explorar todo el 
potencial del mercado único digital;

17. Opina que la Ley de Servicios Digitales brinda a la Unión la oportunidad de configurar 
la economía digital, no solo a escala de la Unión, sino también estableciendo normas a 
nivel mundial;

Derechos y libertades fundamentales

18. Observa que los prestadores de servicios de la sociedad de la información, y en 
particular las plataformas en línea y los sitios de redes sociales, tienen una gran 
capacidad de difusión y de influencia en el comportamiento, las opiniones y las 
prácticas de grandes audiencias, incluidos grupos vulnerables y menores, y deben 
atenerse al Derecho de la Unión relativo a la protección de los usuarios y sus datos y de 
la sociedad en general;

19. Recuerda que recientes escándalos relacionados con la recogida y la venta de datos, 
como Cambridge Analytica, los bulos, la desinformación, la manipulación de electores 
y otros muchos actos perjudiciales en línea (desde la incitación al odio hasta la apología 
del terrorismo) han puesto de manifiesto la necesidad de trabajar en pro de una mejor 
aplicación de la legislación vigente y una cooperación más estrecha entre los Estados 
miembros a fin de comprender las ventajas y las deficiencias de las normas existentes y 
reforzar la protección de los derechos fundamentales en línea;

20. Recuerda, a este respecto, que determinados regímenes vigentes de autorregulación y 
corregulación, como el Código de Buenas Prácticas de la Unión en materia de 
Desinformación, han contribuido a estructurar un diálogo con las plataformas y los 
reguladores; propone que las plataformas en línea establezcan unas garantías eficaces y 
adecuadas, en particular con el fin de asegurar que actúan de manera diligente, 
proporcionada y no discriminatoria y para impedir la retirada accidental de contenidos 
lícitos; indica que tales medidas no deben dar lugar a una obligación de filtrado de la 



subida de contenidos que no se atenga a la prohibición de las obligaciones generales de 
supervisión; propone que se evalúen periódicamente y sigan desarrollándose las 
medidas de lucha contra los contenidos nocivos, la incitación al odio y la 
desinformación;

21. Reitera la importancia de garantizar la libertad de expresión, de información y de 
opinión y de contar con un panorama de prensa y medios de comunicación libre y 
diverso, también con vistas a la protección del periodismo independiente; insiste en la 
protección y la promoción de la libertad de expresión y la importancia de la diversidad 
de opiniones, información, prensa, medios de comunicación y expresiones artísticas y 
culturales;

22. Subraya que la Ley de Servicios Digitales debe reforzar las libertades del mercado 
interior y garantizar los derechos y principios fundamentales establecidos en la Carta; 
destaca que es necesario proteger los derechos fundamentales de consumidores y 
usuarios frente a los modelos comerciales en línea perniciosos, incluidos los que 
realizan publicidad digital, así como frente a la manipulación del comportamiento y las 
prácticas discriminatorias;

23. Hace hincapié en la importancia de empoderar a los usuarios para que ejerzan sus 
derechos fundamentales en línea; reitera que los prestadores de servicios digitales deben 
respetar y habilitar el derecho de sus usuarios a la portabilidad de los datos establecido 
en la legislación de la Unión;

24. Señala que los datos biométricos se consideran una categoría especial de datos 
personales sujetos a normas de tratamiento específicas; señala que los datos biométricos 
pueden utilizarse y se utilizan cada vez más para la identificación y la autenticación de 
personas, lo que, con independencia de sus posibles ventajas, entraña riesgos 
significativos para el derecho a la privacidad y la protección de los datos e interfiere 
gravemente con estos derechos, especialmente cuando se hace sin el consentimiento del 
titular de los datos, además de permitir la usurpación de identidad; pide que la Ley de 
Servicios Digitales garantice que los prestadores de servicios digitales almacenen los 
datos biométricos exclusivamente en el propio dispositivo, a menos que el 
almacenamiento central esté permitido legalmente, que siempre faciliten a los usuarios 
de servicios digitales una alternativa al uso de datos biométricos configurada por 
defecto para el funcionamiento de un servicio, y que estén obligados a informar 
claramente a los clientes de los riesgos del uso de datos biométricos;

25. destaca que, a la luz de la jurisprudencia sobre los metadatos de comunicaciones, 
solamente debe darse acceso a las autoridades públicas a los datos de suscripción y los 
metadatos de un usuario para investigar a sospechosos de delitos graves con 
autorización judicial previa; expresa su convencimiento, no obstante, de que los 
prestadores de servicios digitales no deben conservar datos para fines policiales salvo 
orden expresa de una autoridad pública competente independiente, de conformidad con 
el Derecho de la Unión, de conservación selectiva de los datos de un usuario en 
particular;

26. Destaca la importancia de aplicar a los datos un cifrado de extremo a extremo eficaz, 
puesto que es esencial para la confianza y la seguridad en internet e impide de forma 
efectiva el acceso no autorizado de terceros;

Transparencia y protección del consumidor



27. Observa que la pandemia de la COVID-19 ha demostrado la resiliencia del sector del 
comercio electrónico y su potencial como impulsor del relanzamiento de la economía 
europea pero también hasta qué punto son vulnerables los consumidores de la Unión 
ante prácticas comerciales engañosas de comerciantes sin escrúpulos que venden en 
línea productos falsificados, ilegales o inseguros, y prestan servicios que no se ajustan a 
las normas de seguridad de la Unión o imponen a los consumidores subidas 
injustificadas y abusivas de precios u otras condiciones injustas; destaca la urgente 
necesidad de reforzar la observancia de las normas de la Unión y de mejorar la 
protección de los consumidores;

28. Subraya que este problema se ve agravado por las dificultades para determinar la 
identidad de los usuarios profesionales fraudulentos, lo que dificulta que los 
consumidores soliciten una indemnización por los daños y perjuicios sufridos;

29. Considera que los requisitos de transparencia e información vigentes establecidos en la 
Directiva sobre el comercio electrónico aplicables a los prestadores de servicios de la 
sociedad de la información y sus clientes empresariales, así como los requisitos 
mínimos de información sobre las comunicaciones comerciales, deben reforzarse 
paralelamente a las medidas para aumentar el cumplimiento de las normas vigentes, sin 
mermar la competitividad de las pymes;

30. Pide a la Comisión que refuerce los requisitos de información establecidos en el 
artículo 5 de la Directiva sobre el comercio electrónico y exija a los prestadores de 
servicios de alojamiento de datos que comparen la información y la identidad de los 
usuarios profesionales, con los que mantienen una relación comercial directa, con los 
datos de identificación mediante las bases de datos pertinentes de la Unión existentes y 
disponibles, de conformidad con la legislación sobre protocolos de datos; considera que 
los prestadores de servicios de alojamiento de datos deben pedir a sus usuarios 
profesionales que garanticen que la información que facilitan es exacta, completa y 
actualizada, y deben tener derecho y estar obligados a denegar o dejar de prestarles sus 
servicios si la información sobre la identidad de sus usuarios profesionales es falsa o 
engañosa; considera que deben ser los socios comerciales quienes notifiquen al 
prestador de servicios cualquier cambio en su actividad comercial (por ejemplo, el cese 
de la actividad comercial);

31. Solicita a la Comisión que imponga a los prestadores de servicios de la sociedad de la 
información obligaciones ejecutivas destinadas a aumentar la transparencia, la 
información y la rendición de cuentas; pide a la Comisión que vele por que las medidas 
de garantía del cumplimiento se orienten de manera que tengan en cuenta los distintos 
servicios y no den lugar inevitablemente a violaciones de la privacidad y los 
procedimientos legales; opina que esas obligaciones deben ser proporcionadas y hacerse 
cumplir mediante sanciones adecuadas, efectivas, proporcionadas y disuasorias;

32. Subraya que deben reforzarse las obligaciones existentes en materia de transparencia de 
las comunicaciones comerciales y la publicidad digital, recogidas en la Directiva sobre 
el comercio electrónico y la Directiva sobre las prácticas comerciales desleales; señala 
que deben resolverse preocupaciones apremiantes en el ámbito de la protección de los 
consumidores relacionadas con la definición de perfiles, la segmentación y los precios 
personalizados, entre otras cosas, mediante obligaciones claras en materia de 
transparencia y requisitos de información;

33. Destaca lo desequilibrado de la relación entre los consumidores en línea y los 



prestadores de servicios y los comerciantes que ofrecen servicios de forma gratuita, pero 
los sustentan mediante ingresos por publicidad y anuncios segmentados en función del 
consumidor sobre la base de la información reunida a través de macrodatos y 
mecanismos de inteligencia artificial; toma nota del posible impacto negativo de la 
publicidad personalizada, en particular la publicidad microsegmentada y basada en el 
comportamiento; pide, por consiguiente, a la Comisión que introduzca normas 
adicionales sobre publicidad personalizada y microsegmentación basadas en la recogida 
de datos personales y que considere la posibilidad de regular de manera más estricta la 
publicidad microsegmentada y basada el comportamiento, en favor de formas menos 
intrusivas de publicidad que no requieran un seguimiento exhaustivo de la interacción 
del usuario con los contenidos; insta a la Comisión a que considere también la 
posibilidad de introducir medidas legislativas para aumentar la transparencia de la 
publicidad en línea;

34. Subraya la importancia, habida cuenta del desarrollo de los servicios digitales, de la 
obligación de los Estados miembros de garantizar que su ordenamiento jurídico permita 
la celebración de contratos por medios electrónicos, garantizando al mismo tiempo un 
nivel elevado de protección de los consumidores; pide a la Comisión que revise los 
requisitos existentes sobre los contratos celebrados por medios electrónicos, también en 
lo que se refiere a las notificaciones de los Estados miembros, y que los actualice en 
caso necesario; toma nota, en ese contexto, del auge de los «contratos inteligentes», 
como los basados en tecnologías de registros distribuidos, y pide a la Comisión que 
evalúe el desarrollo y el uso de tecnologías de registros distribuidos, incluidos los 
«contratos inteligentes», en particular en cuanto a las cuestiones de validez y ejecución 
de contratos inteligentes en situaciones transfronterizas, que proporcione orientaciones 
al respecto a fin de garantizar la seguridad jurídica a empresas y consumidores, y que 
adopte iniciativas legislativas únicamente si se detectan lagunas concretas en dicha 
evaluación;

35. Pide a la Comisión que introduzca normas mínimas para las cláusulas contractuales y 
las condiciones generales, en particular en lo que se refiere a la transparencia, la 
accesibilidad, la equidad y las medidas no discriminatorias, y que siga revisando la 
práctica de las cláusulas tipo preformuladas en las condiciones contractuales, que no 
han sido negociadas una por una previamente, también en los acuerdos de licencia de 
usuario final, con vistas a buscar formas de hacerlas más justas y garantizar que 
cumplan el Derecho de la Unión, a fin de facilitar la participación de los consumidores, 
también en la elección de cláusulas, que permitan un consentimiento mejor 
fundamentado;

36. Destaca la necesidad de mejorar la eficiencia de las interacciones electrónicas entre 
empresas y consumidores a la luz del desarrollo de tecnologías de identificación virtual; 
considera que, para garantizar la eficacia de la Ley de Servicios Digitales, la Comisión 
también debe actualizar el marco regulador de la identificación digital, a saber, el 
Reglamento (UE) n.º 910/20141 («Reglamento eIDAS»); considera que la creación de 
una identidad digital de confianza y de sistemas de autenticación de confianza 
universalmente aceptados sería un instrumento útil para determinar con seguridad las 
identidades individuales de personas físicas, entidades jurídicas y máquinas, a fin de 

1 Reglamento (UE) n.º 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de julio de 
2014 relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las 
transacciones electrónicas en el mercado interior y por el que se deroga la Directiva 
1999/93/CE (DO L 257 de 28.8.2014, p. 73).



protegerse del uso de perfiles falsos; señala, en este contexto, la importancia de que los 
consumidores utilicen o adquieran de forma segura productos y servicios en línea sin 
tener que recurrir a plataformas que no sean específicas para ello ni compartir 
innecesariamente datos, incluidos los datos personales, que luego son recopilados por 
dichas plataformas; pide a la Comisión que lleve a cabo una evaluación de impacto 
exhaustiva con respecto a la creación de una identidad electrónica pública 
universalmente aceptada como alternativa a los sistemas privados de registro único, y 
subraya que este servicio debe desarrollarse de modo que los datos recopilados se 
reduzcan al mínimo absoluto; recomienda a la Comisión evalúe también la posibilidad 
de crear un sistema de verificación de la edad para los usuarios de servicios digitales, 
especialmente con el fin de proteger a los menores;

37. Hace hincapié en que la Ley de Servicios Digitales no debe afectar al principio de 
minimización de datos establecido por el RGPD y, a menos que así lo exija la 
legislación específica, los intermediarios de servicios digitales deben permitir el uso 
anónimo de sus servicios en la mayor medida posible y procesar solamente los datos 
necesarios para la identificación del usuario; indica que los datos recopilados no deben 
utilizarse para servicios digitales distintos de los que requieren identificación personal, 
autenticación o verificación de la edad, y que solo deben utilizarse con un fin legítimo, 
y en modo alguno para restringir el acceso general a internet;

IA y aprendizaje automático

38. Subraya que, si bien los servicios o servicios pilotados por IA que utilizan herramientas 
automatizadas para la toma de decisiones o herramientas de aprendizaje automático, 
regulados actualmente por la Directiva sobre comercio electrónico, tienen un enorme 
potencial para ofrecer beneficios a los consumidores y prestadores de servicios, la Ley 
de Servicios Digitales debe abordar los retos concretos que plantean en cuanto a 
garantizar la no discriminación, la transparencia, también con respecto a los conjuntos 
de datos utilizados y los resultados específicos perseguidos, y una explicación 
comprensible de los algoritmos, así como la responsabilidad, que no son objeto de la 
legislación vigente;

39. Subraya, además, que los algoritmos subyacentes deben cumplir plenamente los 
requisitos en materia de derechos fundamentales, en particular con respecto a la 
privacidad, la protección de los datos personales, la libertad de expresión y de 
información, el derecho a la tutela judicial efectiva y los derechos del niño, consagrados 
en los Tratados y en la Carta;

40. Considera fundamental garantizar el uso de conjuntos de datos subyacentes de gran 
calidad y no sesgados, así como ayudar a las personas a obtener acceso a contenidos y 
opiniones diversos y productos y servicios de gran calidad;

41. Pide a la Comisión que introduzca requisitos de transparencia y rendición de cuentas en 
relación con los procesos automatizados de toma de decisiones, garantizando al mismo 
tiempo el cumplimiento de los requisitos relativos a la privacidad de los usuarios y los 
secretos comerciales; destaca la necesidad de permitir las auditorías reglamentarias 
externas, la supervisión caso por caso y las evaluaciones periódicas de riesgos por parte 
de las autoridades competentes, y de evaluar los riesgos asociados, en particular los 
riesgos para los consumidores o para terceros, y considera que las medidas adoptadas 
para prevenirlos deben estar justificadas y ser proporcionadas, y no deben obstaculizar 
la innovación; considera que debe respetarse el «principio del control humano», entre 



otras cosas para evitar el aumento de los riesgos para la salud y la seguridad, la 
discriminación, la vigilancia indebida o los abusos, y para prevenir posibles amenazas a 
los derechos y libertades fundamentales;

42. Estima que se debe informar adecuadamente a los consumidores de forma oportuna, 
concisa y fácilmente comprensible y accesible, y que deben garantizarse de manera 
efectiva sus derechos cuando interactúan con sistemas automatizados de toma de 
decisiones y otros servicios o aplicaciones digitales innovadores; manifiesta su 
preocupación por la actual falta de transparencia en cuanto al uso de asistentes virtuales 
o bots conversacionales, que pueden ser especialmente perjudiciales para consumidores 
vulnerables, y subraya que los prestadores de servicios digitales no deben utilizar 
exclusivamente sistemas automatizados de toma de decisiones para prestar asistencia a 
los consumidores;

43. Opina, en este contexto, que siempre debe ser posible que los consumidores reciban 
información clara cuando interactúen con sistemas automatizados de toma de decisiones 
y sobre cómo contactar con un ser humano con capacidad de decisión, cómo solicitar 
controles y correcciones de posibles errores derivados de decisiones automatizadas, y 
como solicitar reparación por perjuicios derivados del uso de sistemas automatizados de 
toma de decisiones;

44. Subraya la importancia de reforzar las posibilidades de elección de los consumidores, su 
control y su confianza en los servicios y aplicaciones de IA; considera, por tanto, que 
debe ampliarse el conjunto de derechos de los consumidores para protegerlos mejor en 
el mundo digital, y pide a la Comisión que tome en consideración la rendición de 
cuentas, criterios de equidad y el control, así como el derecho a la no discriminación y a 
conjuntos de datos de inteligencia artificial no sesgados; considera que los 
consumidores y los usuarios deben tener un mayor control sobre cómo se utiliza la IA y 
sobre la posibilidad de rechazar, limitar o personalizar el uso de funciones 
automatizadas de personalización habilitadas por IA;

45. Señala que las herramientas automáticas de moderación de contenidos no son capaces 
de comprender eficazmente la sutileza del contexto y el significado de la comunicación 
humana, lo que es necesario para determinar si se puede considerar que el contenido 
evaluado viola la ley o las condiciones del servicio; hace hincapié, por consiguiente, en 
que la Ley de Servicios Digitales no debe imponer el uso de tales herramientas;

Combatir los contenidos y las actividades ilegales en línea

46. Subraya que la existencia y la difusión de actividades ilegales en línea constituyen una 
grave amenaza que merma la confianza de los ciudadanos en el entorno digital, 
perjudica al desarrollo de ecosistemas digitales sanos y asimismo pude tener 
consecuencias graves y duraderas para la seguridad y los derechos fundamentales de las 
personas; destaca que, al mismo tiempo, el contenido y las actividades ilegales en línea 
pueden proliferar con facilidad y sus efectos negativos pueden amplificarse en muy 
poco tiempo;

47. Observa que no existe una solución «de talla única» para todos los tipos de contenidos y 
actividades ilegales; destaca que contenidos que podrían ser ilegales en algunos Estados 
miembros pueden no serlo en otros, puesto que solo están armonizados en la Unión 
algunos tipos de contenidos ilegales; pide que se establezca una distinción estricta entre 
contenidos ilegales, actos punibles y contenidos compartidos ilegalmente, por una parte, 



y contenidos nocivos, incitación al odio y desinformación, por otra, que no siempre son 
ilegales y abarcan muchos aspectos, enfoques y normas diferentes aplicables en cada 
caso; considera que el régimen jurídico de responsabilidad debe referirse únicamente a 
los contenidos ilegales tal como se definen en la legislación de la Unión o nacional;

48. Considera, no obstante, que, sin perjuicio del marco general de derechos fundamentales 
y de la legislación sectorial vigente, un enfoque más armonizado y coordinado a escala 
de la Unión, que tenga en cuenta los diferentes tipos de contenidos y actividades 
ilegales y se base en la cooperación y el intercambio de mejores prácticas entre los 
Estados miembros, contribuirá a abordar con mayor eficacia los contenidos ilegales; 
subraya asimismo la necesidad de adaptar a la gravedad de la infracción la severidad de 
las medidas que deben adoptar los prestadores de servicios, y pide que mejoren la 
cooperación y el intercambio de información entre las autoridades competentes y los 
prestadores de servicios de alojamiento de datos;

49. Considera que las acciones voluntarias y la autorregulación por parte de las plataformas 
en línea en toda Europa han aportado algunos beneficios, pero que es necesario un 
marco jurídico claro para garantizar la rápida notificación y retirada de tales contenidos 
en línea; subraya la necesidad de evitar la imposición de iure o de facto de una 
obligación general de supervisión a los prestadores de servicios digitales consistente en 
que vigilen la información que transmiten o almacenan y que impidan activamente la 
búsqueda, la moderación o el filtrado de todos los contenidos y actividades; subraya que 
los contenidos ilegales deben retirarse de donde estén alojados y que no debe exigirse a 
los proveedores de acceso que bloqueen el acceso a contenidos;

50. Pide a la Comisión que vele por que los intermediarios en línea que, por propia 
iniciativa, pongan fuera de línea contenidos presuntamente ilegales lo hagan de manera 
diligente, proporcionada y no discriminatoria, teniendo debidamente en cuenta en todas 
las circunstancias los derechos y libertades fundamentales de los usuarios; subraya que 
tales medidas deben ir acompañadas de garantías procesales sólidas y de requisitos 
significativos de transparencia y rendición de cuentas; y pide que, en caso de que haya 
dudas sobre la naturaleza «ilícita» de un contenido, estos contenidos se sometan a 
revisión humana y no se retiren sin más investigaciones;

51. Pide a la Comisión que publique un estudio sobre la retirada de contenidos y datos 
mediante decisiones automatizadas durante la pandemia de COVID-19 y la cantidad de 
retiradas por error (falsos positivos) incluidas en el número de contenidos eliminados;

52. Pide a la Comisión que aborde las crecientes diferencias y fragmentaciones de las 
normas nacionales de los Estados miembros y que adopte normas armonizadas claras y 
previsibles y un mecanismo de aviso y acción transparente, eficaz y proporcionado; 
añade que debe ofrecer garantías suficientes, capacitar a los usuarios para notificar a los 
intermediarios en línea la existencia de contenidos o actividades en línea potencialmente 
ilegales y ayudar a los intermediarios en línea a reaccionar con rapidez y ser más 
transparentes con las medidas adoptadas en relación con los contenidos potencialmente 
ilegales; opina que estas medidas deben ser tecnológicamente neutras y fácilmente 
accesibles para todos los agentes, a fin de garantizar un elevado nivel de protección de 
los usuarios y consumidores;

53. Destaca que dicho mecanismo de aviso y acción debe centrarse en el ser humano; 
subraya que deben establecerse garantías contra el abuso del sistema, incluidas las 
alertas falsas reiteradas, las prácticas comerciales desleales y otras estratagemas; insta a 



la Comisión a que garantice el acceso a mecanismos de contraaviso y reclamación 
transparentes, eficaces, justos y rápidos, así como a mecanismos extrajudiciales de 
resolución de litigios, y a que garantice la posibilidad de interponer un recurso judicial 
contra la retirada de contenidos, a fin de satisfacer el derecho a la tutela judicial 
efectiva;

54. Acoge con satisfacción los esfuerzos por aportar transparencia a la retirada de 
contenidos; pide a la Comisión que garantice que se pongan a disposición del público 
informes que recojan datos sobre los mecanismos de aviso y acción, como el número de 
avisos, el tipo de entidades que notifican contenidos, la naturaleza del contenido objeto 
de la reclamación, el tiempo de respuesta por parte del intermediario, el número de 
recursos, así como el número de casos en los que los contenidos se identificaron 
erróneamente como ilegales o como compartidos ilegalmente;

55. Señala las dificultades en torno a la ejecución de mandatos judiciales emitidos en 
Estados miembros distintos del país de origen de un prestador de servicios y hace 
hincapié en la necesidad de investigar este asunto más a fondo; sostiene que no debe 
exigirse a los prestadores de servicios de alojamiento que retiren información que es 
legal en su país de origen o que inhabiliten el acceso a dicha información;

56. Subraya que incumbe a las autoridades públicas competentes independientes la 
responsabilidad de hacer cumplir la ley, decidir acerca de la legalidad de las actividades 
y los contenidos en línea y ordenar a los prestadores de servicios de alojamiento que 
retiren o desactiven el acceso a contenidos ilegales, y de que estas órdenes sean 
precisas, estén bien fundadas y respeten los derechos fundamentales;

57. Destaca que el mantenimiento de las garantías del régimen jurídico de responsabilidad 
de los intermediarios en línea establecido en los artículos 12, 13 y 14 de la Directiva 
sobre el comercio electrónico y la prohibición de la obligación general de supervisión 
establecida en el artículo 15 de dicha Directiva son fundamentales para garantizar la 
disponibilidad de contenidos en línea y proteger los derechos fundamentales de los 
usuarios, y deben preservarse; subraya, en este contexto, que el régimen jurídico de 
responsabilidad y la prohibición de la obligación general de supervisión no deben 
debilitarse mediante un posible nuevo acto legislativo o la modificación de otras 
secciones de la Directiva sobre el comercio electrónico;

58. Reconoce el principio de que los servicios digitales que desempeñan un papel neutro y 
pasivo, como los servicios de soporte y de infraestructura, no son responsables de los 
contenidos transmitidos a través de sus servicios porque no tienen control sobre dichos 
contenidos, no tienen interacción activa con ellos o no los optimizan; subraya, no 
obstante, que es necesaria una mayor clarificación en relación con el papel activo y 
pasivo teniendo en cuenta la jurisprudencia del Tribunal de Justicia en la materia;

59. Pide a la Comisión que considere una obligación de los prestadores de servicios de 
alojamiento denunciar los contenidos ilegales que puedan constituir delitos graves a la 
autoridad competente para hacer cumplir la ley tan pronto como reparen en ellos;

Mercados en línea

60. Señala que, si bien la aparición de prestadores de servicios en línea, como los mercados 
en línea, ha beneficiado tanto a los consumidores como a los comerciantes, en particular 
por mejorar las posibilidades de elección, reducir los costes y bajar los precios, también 



ha hecho que los consumidores sean más vulnerables ante las prácticas comerciales 
engañosas de un número creciente de vendedores, también de terceros países, que 
pueden ofrecer productos y servicios ilegales, inseguros o falsificados en línea, que 
suelen incumplir la reglamentación y las normas de la Unión en materia de seguridad de 
los productos y no garantizan suficientemente los derechos de los consumidores;

61. Destaca que los consumidores deben disfrutar de la misma seguridad tanto si compran 
en línea como si compran en tiendas físicas; hace hincapié en que es inaceptable que los 
consumidores de la Unión estén expuestos a productos ilegales e inseguros, que 
contienen productos químicos peligrosos y presentan otros peligros y riesgos para la 
salud humana; insiste en la necesidad de introducir salvaguardias y medidas adecuadas 
para la seguridad de los productos y la protección de los consumidores a fin de evitar la 
venta de productos o servicios no conformes en los mercados en línea, y pide a la 
Comisión que refuerce el régimen de responsabilidad en los mercados en línea;

62. Destaca la importancia de las normas del Reglamento (UE) 2019/1020 relativo a la 
vigilancia del mercado y la conformidad de los productos en materia de responsabilidad 
y conformidad de los productos importados de terceros países a la Unión; pide a la 
Comisión que adopte medidas para mejorar el cumplimiento de la legislación por parte 
de los vendedores establecidos fuera de la Unión cuando no esté establecido en la Unión 
ningún fabricante, importador o distribuidor y que subsane cualquier vacío legal actual 
que permita que dichos vendedores establecidos fuera de la Unión vendan en línea a 
consumidores europeos productos que no cumplen las normas de la Unión en materia de 
seguridad y protección de los consumidores, sin ser sancionados ni tener que responder 
de sus actos y dejando a los consumidores sin medios legales para hacer valer sus 
derechos u obtener reparación por los perjuicios sufridos; destaca, en este contexto, la 
necesidad de que sea posible identificar siempre a los fabricantes y vendedores de 
productos de terceros países;

63. Hace hincapié en la necesidad de que las plataformas en línea informen a los 
consumidores cuando un producto que hayan comprado haya sido retirado de la 
plataforma a raíz de un aviso de incumplimiento de las normas de la Unión sobre 
seguridad de los productos y protección de los consumidores;

64. Subraya la necesidad de garantizar que los proveedores de mercados en línea consulten 
RAPEX y notifiquen a las autoridades competentes tan pronto como reparen en 
productos ilegales, inseguros y falsificados en sus plataformas;

65. Considera que los proveedores de los mercados en línea deben reforzar su cooperación 
con las autoridades de vigilancia del mercado y las autoridades aduaneras, en particular 
mediante el intercambio de información sobre los vendedores de productos ilegales, 
inseguros y falsificados;

66. Pide a la Comisión que inste a los Estados miembros a adoptar más medidas comunes 
de vigilancia del mercado y a intensificar la colaboración con las autoridades aduaneras 
a fin de comprobar la seguridad de los productos vendidos en línea antes de que lleguen 
a los consumidores; pide a la Comisión que estudie la posibilidad de crear una red 
internacional de centros de consumidores para asistir a los consumidores de la Unión en 
los litigios con comerciantes establecidos en terceros países;

67. Pide a la Comisión que se asegure de que, cuando los mercados en línea ofrezcan 
servicios profesionales, se logre un nivel suficiente de protección de los consumidores 



mediante garantías y requisitos de información adecuados;

68. Considera que, en el mercado del turismo y los transportes, la Ley de Servicios 
Digitales debe aspirar a garantizar la seguridad y la claridad jurídicas creando un marco 
de gobernanza que formalice la cooperación entre las plataformas y las 
Administraciones nacionales, regionales y municipales, especialmente con el objetivo 
de intercambiar buenas prácticas y estableciendo un conjunto de obligaciones de 
información para las plataformas de movilidad y de alquileres de corta duración frente a 
sus prestadores de servicios en cuanto a la normativa nacional, regional y municipal 
pertinente; pide a la Comisión que siga eliminando obstáculos injustificados mediante la 
articulación de un esfuerzo sectorial coordinado a escala de la Unión en el que 
participen todas las partes interesadas para acordar una serie de criterios, como 
permisos, licencias o, en su caso, un número de registro local o nacional del prestador 
de servicios, en consonancia con las normas del mercado único, que serían necesarios 
para ofrecer un servicio en una plataforma de movilidad o de alquileres de corta 
duración; resalta la importancia de evitar la imposición de obligaciones de información 
desproporcionadas y cargas administrativas innecesarias a todos los prestadores de 
servicios y, en especial, a los prestadores de servicios entre pares y las pymes;

69. Pide que la Ley de Servicios Digitales, en consonancia con el Pacto Verde Europeo, 
promueva el crecimiento sostenible y la sostenibilidad del comercio electrónico; recalca 
la importancia de los mercados en línea para promover los productos y servicios 
sostenibles y fomentar el consumo sostenible; pide que se adopten medidas para 
combatir las prácticas engañosas y la desinformación en relación con los productos y 
servicios ofrecidos en línea, incluidas las «alegaciones ecológicas» falsas, al tiempo que 
se pide a los proveedores de los mercados en línea que promuevan la sostenibilidad del 
comercio electrónico proporcionando a los consumidores información clara y de fácil 
comprensión sobre el impacto medioambiental de los productos o servicios que 
adquieren en línea;

70. Invita a la Comisión a que examine a fondo la claridad y coherencia del marco jurídico 
vigente que se aplica a la venta en línea de productos y servicios a fin de detectar 
posibles lagunas y contradicciones o la falta de cumplimiento efectivo; pide a la 
Comisión que lleve a cabo un análisis exhaustivo de la interacción entre la Ley de 
Servicios Digitales y la legislación de la Unión en materia de seguridad de los productos 
y sustancias químicas; pide a la Comisión que garantice la coherencia entre las nuevas 
normas sobre los mercados en línea y la revisión de la Directiva 2001/95/CE1 
(«Directiva relativa a la seguridad general de los productos») y la Directiva 
85/374/CEE2 («Directiva sobre responsabilidad por productos defectuosos»);

71. Pone de relieve los continuos problemas de abuso o aplicación errónea de los acuerdos 
de distribución selectiva para limitar la disponibilidad de productos y servicios 
transfronterizos dentro del mercado único y entre plataformas; pide a la Comisión que 
actúe sobre esta cuestión en el marco de una revisión más amplia de las exenciones por 
categorías de acuerdos verticales y otras políticas basadas en el artículo 101 del TFUE, 

1 Directiva 2001/95/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de diciembre de 
2001, relativa a la seguridad general de los productos (DO L 11 de 15.1.2002, p. 4).

2 Directiva 85/374/CEE del Consejo, de 25 de julio de 1985, relativa a la aproximación 
de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros 
en materia de responsabilidad por los daños causados por productos defectuosos (DO L 
210 de 7.8.1985, p. 29).



absteniéndose de incluirla en la Ley de Servicios Digitales;

Regulación ex ante de los operadores sistémicos

72. Observa que, en la actualidad, algunos mercados se caracterizan por la presencia de 
grandes operadores con importantes efectos de red que pueden actuar de hecho como 
«guardianes de acceso» en línea de la economía digital («operadores sistémicos»); 
destaca la importancia de una competencia leal y efectiva entre los operadores en línea 
con una presencia digital significativa y los demás proveedores, con el fin de promover 
el bienestar de los consumidores; pide a la Comisión que lleve a cabo un análisis 
exhaustivo de los diferentes problemas observados en el mercado hasta la fecha y sus 
consecuencias, en particular para los consumidores, las pymes y el mercado interior;

73. Estima que, al reducir los obstáculos a la entrada en el mercado y regular a los 
operadores sistémicos, un instrumento del mercado interior que imponga soluciones 
reguladoras ex ante a esos operadores sistémicos con un poder de mercado significativo 
tiene potencial para abrir los mercados a los nuevos operadores, incluidas pymes, 
emprendedores y empresas emergentes, ampliando la oferta para los consumidores e 
impulsando la innovación más allá de lo que puede conseguirse mediante la mera 
aplicación de la legislación en materia de competencia;

74. Acoge con satisfacción la consulta pública de la Comisión sobre la posibilidad de 
introducir, como parte de la futura Ley de Servicios Digitales, una regulación ex ante 
específica para abordar los problemas sistémicos propios de los mercados digitales; 
pone de relieve la complementariedad intrínseca entre la regulación del mercado interior 
y la política de competencia, como se destaca en el informe de los asesores especiales 
de la Comisión sobre la política de competencia para la era digital;

75. Pide a la Comisión que defina a los «operadores sistémicos» sobre la base de 
indicadores claros;

76. Considera que la regulación ex ante debe basarse en el Reglamento (UE) 2019/1150 
(«Reglamento sobre las relaciones entre plataformas y empresas») y sus medidas deben 
ser acordes con las normas de defensa de la competencia de la Unión e inscribirse en el 
marco de la política de competencia de la Unión, que es objeto actualmente de revisión, 
para abordar mejor los retos de la era digital; la regulación ex ante debe garantizar unas 
condiciones comerciales justas aplicables a todos los operadores, incluidos posibles 
requisitos suplementarios y una lista cerrada de las acciones positivas y negativas que 
dichos operadores deben cumplir o tienen prohibido realizar;

77. Pide a la Comisión que analice, en particular, la falta de transparencia de los sistemas de 
recomendación de los operadores sistémicos, incluidas las normas y criterios de 
funcionamiento de dichos sistemas, así como la necesidad de imponer nuevas 
obligaciones de transparencia y requisitos de información;

78. Destaca que la imposición de soluciones reglamentarias ex ante en otros sectores ha 
mejorado la competencia en esos sectores; señala que podría articularse un marco 
similar para identificar a los operadores sistémicos que actúen como «guardianes de 
acceso», teniendo en cuenta las particularidades del sector digital;

79. Pone de relieve que el tamaño de las empresas usuarias de los operadores sistémicos va 
desde las multinacionales a las microempresas; subraya que la regulación ex ante de los 



operadores sistémicos no debe conducir a que los requisitos suplementarios terminen 
aplicándose a las empresas que los utilizan;

80. Subraya que la acumulación y recogida de grandes cantidades de datos y el uso de estos 
datos por parte de los operadores sistémicos para expandirse de un mercado a otro, así 
como la posibilidad de incitar a los usuarios a utilizar la identificación electrónica de un 
único operador para múltiples plataformas, pueden crear desequilibrios en el poder de 
negociación y, por tanto, distorsionar la competencia en el mercado único; considera 
que el aumento de la transparencia y el intercambio de datos entre los operadores 
sistémicos y las autoridades competentes es esencial para garantizar el funcionamiento 
de la regulación ex ante;

81. Subraya que la interoperabilidad es fundamental para un mercado competitivo, para la 
posibilidad de elección de los usuarios y para los servicios innovadores, así como para 
limitar el riesgo de cautividad de los usuarios y consumidores; pide a la Comisión que 
garantice niveles adecuados de interoperabilidad para los operadores sistémicos y que 
explore diferentes tecnologías y normas y protocolos abiertos, incluida la posibilidad de 
una interfaz técnica (interfaz de programación de aplicaciones);

Supervisión, cooperación y cumplimiento 

82. Considera que, habida cuenta de la naturaleza transfronteriza de los servicios digitales, 
la supervisión y cooperación eficaz entre los Estados miembros, incluido el intercambio 
de información y de mejores prácticas, es fundamental para lograr que se haga cumplir 
efectivamente la Ley de Servicios Digitales; destaca que la transposición, aplicación y 
ejecución imperfectas de la legislación de la Unión por parte de los Estados miembros 
crea obstáculos injustificados en el mercado único digital; pide a la Comisión que 
aborde esas cuestiones en estrecha cooperación con los Estados miembros;

83. Pide a la Comisión que vele por que los Estados miembros doten a las autoridades 
nacionales de supervisión de competencias de ejecución, medios financieros y recursos 
humanos adecuados para desempeñar sus funciones con eficacia y contribuir a sus 
respectivas labores;

84. Destaca que la cooperación entre las autoridades nacionales, y otras autoridades de los 
Estados miembros, la sociedad civil y las organizaciones de consumidores es 
sumamente importante para lograr que se haga cumplir la Ley de Servicios Digitales; 
propone reforzar el principio del país de origen mediante una mayor cooperación entre 
los Estados miembros, con el fin de mejorar la supervisión reglamentaria de los 
servicios digitales y lograr que se haga cumplir efectivamente dicha Ley en los casos 
transfronterizos; anima a los Estados miembros a que pongan en común y compartan 
datos y mejores prácticas entre los reguladores nacionales, y a que proporcionen a los 
reguladores y a las autoridades jurídicas vías interoperables seguras para comunicarse 
entre sí;

85. Pide a la Comisión que evalúe el modelo más idóneo de supervisión y garantía del 
cumplimiento para la aplicación de las disposiciones relativas a la Ley de Servicios 
Digitales, y que considere la posibilidad de establecer un sistema híbrido, basado en la 
coordinación y la cooperación de las autoridades nacionales y de la Unión, para una 
supervisión y aplicación efectivas de la garantía del cumplimiento de la Ley de 
Servicios Digitales; considera que dicho sistema de supervisión debe ser responsable en 
materia de supervisión, conformidad, seguimiento y aplicación en relación con la Ley 



de Servicios Digitales, debe tener competencias suplementarias para emprender 
iniciativas e investigaciones transfronterizas y debe estar facultado para realizar labores 
de auditoría y garantía del cumplimiento;

86. Considera que la coordinación de la Unión en cooperación con la red de autoridades 
nacionales debe dar prioridad a las cuestiones transfronterizas complejas;

87. Recuerda la importancia de facilitar el intercambio de datos no personales y de 
promover el diálogo con las partes interesadas; alienta la creación y el mantenimiento 
de un repositorio europeo de investigación para facilitar el intercambio de este tipo de 
datos con instituciones públicas, investigadores, ONG y universidades con fines de 
investigación; pide a la Comisión que para desarrollar esta herramienta se base en las 
mejores prácticas e iniciativas existentes, como el Observatorio de las Plataformas o el 
Observatorio de la Cadena de Bloques de la UE;

88. Considera que debe facultarse a la Comisión, a través del Centro Común de 
Investigación, para que preste asistencia especializada a los Estados miembros, si así lo 
piden, para el análisis de los problemas tecnológicos, administrativos o de otra índole 
relacionados con el cumplimiento de la legislación sobre el mercado único digital; pide 
a los reguladores nacionales y a la Comisión que proporcionen más asesoramiento y 
asistencia a las pymes de la Unión en lo referido a sus derechos;

89. Pide a la Comisión que refuerce y modernice el marco vigente de la Unión para la 
resolución extrajudicial de litigios con arreglo a la Directiva sobre el comercio 
electrónico, teniendo en cuenta las novedades incorporadas por la Directiva 
2013/11/UE1, así como las acciones judiciales, a fin de permitir el cumplimiento 
efectivo y el resarcimiento para los consumidores; subraya la necesidad de apoyar a los 
consumidores a la hora de recurrir al sistema judicial; considera que las revisiones que 
se puedan adoptar no deben debilitar las salvaguardias jurídicas que los ordenamientos 
jurídicos nacionales ofrecen a las pequeñas empresas y comerciantes;

Consideraciones finales

90. Considera que las repercusiones financieras de la propuesta solicitada deben correr a 
cargo de las dotaciones presupuestarias oportunas;

o

o     o

91. Encarga a su presidente que transmita la presente Resolución, junto con las 
recomendaciones detalladas que la acompañan, a la Comisión, al Consejo y a los 
Parlamentos y los Gobiernos de los Estados miembros.

1 Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo y por la que se 
modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004 y la Directiva 2009/22/CE (Directiva sobre 
resolución alternativa de litigios en materia de consumo) (DO L 165 de 18.6.2013, p. 
63).



ANEXO A LA RESOLUCIÓN: 
RECOMENDACIONES RESPECTO AL CONTENIDO DE LA PROPUESTA 

SOLICITADA

I. PRINCIPIOS GENERALES 

El paquete de la Ley de Servicios Digitales debe contribuir a reforzar el mercado interior 
garantizando la libre circulación de los servicios digitales y la libertad de empresa, 
consiguiendo al mismo tiempo un elevado nivel de protección de los consumidores y una 
mejora de la seguridad, los derechos y la confianza de los usuarios en línea.

La Ley de Servicios Digitales debe garantizar que las actividades económicas en línea y fuera 
de línea reciban el mismo trato y estén en igualdad de condiciones de competencia, reflejando 
plenamente el principio de que «lo que es ilegal en el mundo real lo es también en el virtual», 
teniendo en cuenta la naturaleza específica del entorno en línea.

La Ley de Servicios Digitales debe ofrecer seguridad jurídica y transparencia a los 
consumidores y a los operadores económicos, en particular a las microempresas y las pymes. 
La Ley de Servicios Digitales debe contribuir a apoyar la innovación y a eliminar las barreras 
y restricciones injustificadas y desproporcionadas a la prestación de servicios digitales.

La Ley de Servicios Digitales no debe afectar al marco global de los derechos y libertades 
fundamentales de usuarios y consumidores, como la protección de la privacidad, la protección 
de los datos personales, la no discriminación, la dignidad, la libertad de expresión y el 
derecho a la tutela judicial efectiva.

La Ley de Servicios Digitales debe basarse en las normas aplicables actualmente a las 
plataformas digitales, a saber, la Directiva sobre el comercio electrónico y el Reglamento 
sobre las relaciones entre plataformas y empresas.

La Ley de Servicios Digitales debe incluir:

  una revisión exhaustiva de la Directiva sobre el comercio electrónico, con base jurídica 
en el artículo 53, apartado 1, y los artículos 62 y 114 del TFUE, consistente en:

 un marco revisado con obligaciones claras en materia de transparencia e 
información;

 medidas y procedimientos claros y detallados relacionados con la lucha contra 
los contenidos ilícitos en línea y su eliminación, incluido un mecanismo 
europeo armonizado de aviso y acción que sea vinculante jurídicamente;

 supervisión eficaz, cooperación y sanciones proporcionadas, efectivas y 
disuasorias;

 un instrumento jurídico en el ámbito del mercado interior, con base jurídica en el artículo 
114 del TFUE, que imponga obligaciones ex ante a las grandes plataformas que actúan 
como «guardianes de acceso» en el ecosistema digital («operadores sistémicos»), 
complementado por un mecanismo institucional eficaz de garantía del cumplimiento.



II. ÁMBITO DE APLICACIÓN

En aras de la seguridad jurídica, la Ley de Servicios Digitales debe precisar los servicios 
digitales que entran en su ámbito de aplicación. Debe seguir el enfoque horizontal de la 
Directiva sobre el comercio electrónico y aplicarse no solo a las plataformas en línea, sino 
también a todos los prestadores de servicios de la sociedad de la información comprendidos 
en la definición de la Unión.

Debe evitarse un enfoque único para todos los casos. Podrían ser necesarias medidas 
diferentes para los servicios digitales ofrecidos en una relación puramente interempresarial, 
los servicios que solo tienen un acceso limitado o nulo a terceros o al público en general, y los 
servicios dirigidos directamente a los consumidores y al público en general.

El ámbito de aplicación territorial de la futura Ley de Servicios Digitales debe ampliarse para 
incluir también las actividades de empresas, prestadores de servicios y servicios de la 
sociedad de la información establecidos en terceros países cuando su actividad esté 
relacionada con la oferta de servicios o productos a consumidores o usuarios de la Unión y se 
dirija a ellos.

Si la Comisión, tras la revisión que realice, considera que la Ley de Servicios Digitales debe 
modificar el anexo de la Directiva sobre el comercio electrónico en lo que respecta a las 
excepciones que en él se establecen, no debe modificar, en particular, la excepción relativa a 
las obligaciones contractuales en relación con los contratos celebrados con consumidores.

La Ley de Servicios Digitales debe garantizar que la Unión y los Estados miembros 
mantengan un elevado nivel de protección de los consumidores y que los Estados miembros, 
cuando sea necesario, puedan perseguir objetivos legítimos de interés público de forma 
proporcionada y de conformidad con el Derecho de la Unión.

La Ley de Servicios Digitales debe definir de forma coherente cómo interactúan sus 
disposiciones con otros instrumentos jurídicos destinados a facilitar la libre circulación de 
servicios, a fin de aclarar el régimen jurídico aplicable a los servicios profesionales y no 
profesionales en todos los sectores, incluidas las actividades relacionadas con los servicios de 
transporte y los alquileres de corta duración, que requieren una aclaración de esta índole. 

La Ley de Servicios Digitales también debe aclarar de forma coherente de qué manera 
interactúan sus disposiciones con las normas recientemente adoptadas en materia, entre otras, 
de bloqueo geográfico, seguridad de los productos, vigilancia del mercado, relaciones entre 
plataformas y empresas, protección de los consumidores, venta de productos y suministro de 
contenidos y servicios digitales1, y otras iniciativas previstas como la regulación de la 
inteligencia artificial.

La Ley de Servicios Digitales debe aplicarse sin perjuicio de las normas establecidas en otros 
instrumentos, como el RGPD, la Directiva (UE) 2019/790 (Directiva sobre los derechos de 
autor) y la Directiva 2010/13/UE (Directiva de servicios de comunicación audiovisual).

III. DEFINICIONES

1 Normas previstas en la Directiva (UE) 2019/770 y en la Directiva (UE) 2019/771.



En las definiciones que incluya, la Ley de Servicios Digitales debe: 

 aclarar la medida en que entran en su ámbito de aplicación los nuevos servicios digitales, 
como las redes sociales, los servicios de la economía colaborativa, los motores de 
búsqueda, la publicidad en línea, los servicios en la nube, los puntos de acceso wifi, el 
alojamiento de páginas web, los servicios de mensajería, las tiendas de aplicaciones, las 
herramientas de comparación, los servicios basados en la inteligencia artificial, las redes 
de suministro de contenidos y los servicios de nombres de dominio;

 aclarar la naturaleza de los intermediarios que prestan servicios de alojamiento de 
contenidos (texto, imágenes, vídeo o audio), por una parte, y los mercados comerciales en 
línea (venta de productos, incluidos productos con elementos digitales, o servicios), por 
otra;

 distinguir claramente entre actividades económicas y el contenido o las transacciones 
prestadas a cambio de una remuneración, tal como las definió el Tribunal de Justicia, lo 
que también comprende la publicidad y prácticas de mercadotecnia, por una parte, y las 
actividades y contenidos de carácter no económico, por otra;

 aclarar el contenido del concepto de «contenido ilegal», dejando claro que este también 
abarca las violaciones de las normas de la Unión en materia de protección de los 
consumidores, seguridad de los productos u oferta o venta de productos alimentarios o 
del tabaco, de cosméticos y de medicamentos falsificados, o de productos de la flora y 
fauna silvestres;

 definir el concepto de «operador sistémico», estableciendo un conjunto de indicadores 
claros que permitan a las autoridades reguladoras identificar las plataformas que ostentan 
una posición de mercado importante y actúan como «guardián de acceso», desempeñando 
así una función sistémica en la economía en línea; entre estos indicadores podrían figurar 
consideraciones como el hecho de que la empresa ejerza una actividad significativa en 
mercados multilaterales o tenga la capacidad de producir la cautividad de los 
consumidores, el tamaño de su red (número de usuarios) y la presencia de efectos de red; 
las barreras a la entrada, la solidez financiera, la capacidad de acceder a los datos, la 
acumulación y la combinación de datos procedentes de distintas fuentes; la integración 
vertical y su papel como socio ineludible y la importancia de su actividad para el acceso 
de terceros al suministro y a los mercados, etc.;

 intentar codificar las decisiones del Tribunal de Justicia, cuando sea necesario, teniendo 
debidamente en cuenta los distintos actos legislativos que utilizan esas definiciones.

IV. OBLIGACIONES DE TRANSPARENCIA E INFORMACIÓN

La Ley de Servicios Digitales debe introducir obligaciones claras y proporcionadas en materia 
de transparencia e información. Estas obligaciones no deben crear excepciones o nuevas 
exenciones al régimen actual de responsabilidad establecido en los artículos 12, 13 y 14 de la 
Directiva sobre el comercio electrónico y deben abarcar los aspectos que se describen a 
continuación. 



1. Requisitos de información general 

Las disposiciones revisadas de la Directiva sobre el comercio electrónico deben reforzar los 
requisitos de información general con las siguientes obligaciones:

 deben reforzarse los requisitos de información de los artículos 5, 6 y 10 de la Directiva 
sobre el comercio electrónico;

 en el caso de las empresas usuarias, debe introducirse el principio de «conozca a su 
cliente empresarial», limitado a las relaciones comerciales directas del prestador de 
servicios de alojamiento de datos; los prestadores de servicios de alojamiento de datos 
deben comparar los datos de identificación facilitados por las empresas usuarias con las 
bases de datos de la Unión en materia de IVA y registro e identificación de los 
operadores económicos (EORI) de la Unión, cuando exista el correspondiente número de 
IVA o EORI; cuando una empresa no tenga obligación de inscribirse a efectos del IVA o 
EORI, debe aportarse una prueba de identificación; cuando una empresa usuaria actúe 
como agente de otras empresas, debe declarar este extremo; los prestadores de servicios 
de alojamiento de datos deben pedir a las empresas usuarias que garanticen que la 
información facilitada es exacta y actualizada en caso de cambio, y no se debe autorizar a 
dichos prestadores a prestar sus servicios cuando la información esté incompleta o 
cuando las autoridades competentes hayan informado al prestador de que la identidad de 
su empresa usuaria es falsa, engañosa o inválida por otro motivo;

 la medida de exclusión de los servicios mencionada anteriormente debe aplicarse 
únicamente a las relaciones contractuales interempresariales y debe entenderse sin 
perjuicio de los derechos de los interesados en virtud del RGPD; dicha medida debe 
entenderse asimismo sin perjuicio de la protección del anonimato en línea para los 
usuarios que no sean empresas; los nuevos requisitos generales de información deben 
reforzar aún más los artículos 5, 6 y 10 de la Directiva sobre el comercio electrónico, a 
fin de adaptar esas medidas a los requisitos de información establecidos en la legislación 
recientemente adoptada, en particular la Directiva 93/13/CEE1 («Directiva sobre 
cláusulas contractuales abusivas»), la Directiva 2011/83/UE2 («Directiva sobre los 
derechos de los consumidores») y el Reglamento sobre las relaciones entre plataformas y 
empresas;

 el artículo 5 de la Directiva sobre el comercio electrónico debe modernizarse exigiendo a 
los prestadores de servicios digitales que faciliten a los consumidores medios de 
comunicación directos y eficientes como formularios de contacto electrónicos, bots 

1 Directiva 93/13/CEE del Consejo de 5 de abril de 1993 sobre las cláusulas abusivas en 
los contratos celebrados con consumidores modificada en último lugar por la Directiva 
(UE) 2019/2161 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de noviembre de 2019 por 
la que se modifica la Directiva 93/13/CEE del Consejo y las Directivas 98/6/CE, 
2005/29/CE y 2011/83/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, en lo que atañe a la 
mejora de la aplicación y la modernización de las normas de protección de los 
consumidores de la Unión (DO L 328 de 18.12.2019, p. 7).

2 Directiva 2011/83/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011, 
sobre los derechos de los consumidores, por la que se modifican la Directiva 93/13/CEE 
del Consejo y la Directiva 1999/44/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y se 
derogan la Directiva 85/577/CEE del Consejo y la Directiva 97/7/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo (DO L 304 de 22.11.2011, p. 64).



conversacionales, mensajería instantánea o devolución de llamadas telefónicas, siempre 
que la información relativa a estos medios de comunicación sea accesible a los 
consumidores de manera clara y comprensible.

2. Cláusulas contractuales y condiciones generales justas 

La Ley de Servicios Digitales debe establecer normas mínimas destinadas a los prestadores de 
servicios para que adopten cláusulas contractuales y condiciones generales justas, accesibles, 
no discriminatorias y transparentes, de conformidad con al menos los siguientes requisitos:

 definir cláusulas contractuales y condiciones generales claras e inequívocas en un 
lenguaje sencillo y comprensible;

 indicar expresamente en las cláusulas contractuales y las condiciones generales qué debe 
entenderse por contenido o comportamiento ilegal con arreglo al Derecho de la Unión o 
nacional y explicar las consecuencias jurídicas a las que se exponen los usuarios por 
almacenar o cargar a sabiendas contenidos ilícitos;

 notificar a los usuarios cualquier cambio significativo en las cláusulas contractuales y las 
condiciones generales que pueda afectar a sus derechos y facilitar una explicación al 
respecto;

 garantizar que las cláusulas contractuales tipo predispuestas y las condiciones generales 
que no se hayan negociado individualmente de antemano, incluidos los acuerdos de 
licencia de usuario final, empiecen con una declaración resumida basada en un modelo 
armonizado que deberá establecer la Comisión;

 garantizar que el proceso de cancelación sea igual de sencillo que el proceso de registro 
(sin «patrones oscuros» u otro tipo de influencia en la decisión del consumidor);

 cuando se usen sistemas automatizados, especificar de forma clara e inequívoca en sus 
cláusulas contractuales y condiciones generales los datos de entrada y los datos de salida 
buscados por dichos sistemas, y los parámetros principales que determinan la 
clasificación, así como las razones de la importancia relativa de esos parámetros 
principales en comparación con otros parámetros, manteniendo la compatibilidad con el 
Reglamento sobre las relaciones entre plataformas y empresas;

 garantizar que las cláusulas contractuales y las condiciones generales sean compatibles y 
complementarios en relación con los requisitos de información establecidos por el 
Derecho de la Unión, incluidos los definidos en la Directiva sobre cláusulas contractuales 
abusivas, la Directiva sobre las prácticas comerciales desleales y la Directiva sobre los 
derechos de los consumidores, en su versión modificada por la Directiva (UE) 
2019/2161, y el RGPD.

3. Requisitos de transparencia en las comunicaciones comerciales

 Las disposiciones revisadas de la Directiva sobre el comercio electrónico deben reforzar 
los requisitos actuales de transparencia en las comunicaciones comerciales estableciendo 
los principios de transparencia desde el diseño y transparencia por defecto.

 Sobre la base de los artículos 6 y 7 de la Directiva sobre el comercio electrónico, las 



medidas que se propongan deben establecer un nuevo marco de transparencia para las 
relaciones entre plataformas y consumidores en lo que respecta a la publicidad en línea, 
los acicates digitales, la microsegmentación, los sistemas de recomendación para la 
publicidad y el trato preferencial. Estas medidas deben:

- incluir la obligación de divulgar tipos de información claramente definidos sobre 
publicidad en línea para permitir una fiscalización y un control efectivos, como 
información sobre la identidad del anunciante y los pagos directos e indirectos o 
cualquier otra remuneración recibida por los prestadores de servicios; de este modo 
también se ha de permitir a los consumidores y las autoridades públicas identificar al 
responsable en caso de publicidad falsa o engañosa; estas medidas también deben 
contribuir a que no puedan financiarse actividades ilegales a través de servicios 
publicitarios;

- distinguir claramente entre publicidad comercial y política en línea y garantizar la 
transparencia de los criterios empleados para elaborar los perfiles de los grupos 
destinatarios y optimizar las campañas publicitarias; permitir a los consumidores, 
mediante una opción por defecto, no ser rastreados ni microsegmentados y aceptar 
voluntariamente el uso de datos de comportamiento para fines publicitarios, así como 
aceptar voluntariamente publicidad de carácter político; 

- ofrecer a los consumidores acceso a sus perfiles dinámicos de mercadotecnia para 
que estén informados acerca de si son rastreados y para qué fines y si la información 
que reciben es para fines publicitarios, y garantizar su derecho a impugnar las 
decisiones que vulneren sus derechos; 

- garantizar que la publicidad retribuida o la colocación retribuida en un puesto 
determinado entre los resultados de una búsqueda se identifiquen de manera clara, 
concisa e inteligible, de conformidad con la Directiva 2005/29/CE, en su versión 
modificada por la Directiva (UE) 2019/2161; 

- garantizar la conformidad con el principio de no discriminación y con los requisitos 
mínimos de diversificación, y detectar las prácticas que constituyen publicidad 
agresiva, fomentando al mismo tiempo las tecnologías de inteligencia artificial útiles 
para los consumidores; 

- introducir criterios de rendición de cuentas y equidad para los algoritmos utilizados 
para la publicidad selectiva y la optimización de la publicidad, y permitir auditorías 
reglamentarias externas por parte de las autoridades competentes y la verificación de 
las opciones de diseño algorítmico que impliquen información sobre las personas, sin 
riesgo de violar la privacidad de los usuarios y los secretos comerciales;

- facilitar el acceso a los datos de entrega publicitaria y a la información sobre la 
exposición de los anunciantes por lo que se refiere a dónde y cuándo se coloca la 
publicidad, y el rendimiento de la publicidad remunerada frente a la publicidad no 
remunerada;

4. Inteligencia artificial y aprendizaje automático 

Las disposiciones revisadas deben seguir los principios enumerados a continuación en 
relación con la prestación de servicios de la sociedad de la información que se basen en la 



inteligencia artificial o utilicen herramientas automatizadas de toma de decisiones o 
herramientas de aprendizaje automático:

 garantizando que los consumidores tengan derecho a ser informados si un servicio se basa 
en la inteligencia artificial, utiliza herramientas automatizadas de toma de decisiones, 
herramientas de aprendizaje automático o herramientas de reconocimiento automático de 
contenidos, además del derecho a no ser objeto de una decisión basada únicamente en un 
tratamiento automatizado y la posibilidad de rechazar, limitar o personalizar el uso de 
cualquier característica de personalización basada en la inteligencia artificial, 
especialmente con vistas a la clasificación de servicios;

 estableciendo normas exhaustivas en materia de no discriminación y transparencia de los 
algoritmos y conjuntos de datos;

 garantizando que los algoritmos se puedan explicar a las autoridades competentes, de 
modo que puedan proceder a una verificación si tienen motivos para creer que existe un 
sesgo algorítmico;

 previendo una supervisión caso por caso y una evaluación constante del riesgo de los 
algoritmos por parte de las autoridades competentes, así como un control humano de la 
toma de decisiones, con el fin de garantizar un nivel de protección más elevado para los 
consumidores; estos requisitos deben ser coherentes con los mecanismos de control 
humano y las obligaciones de evaluación de riesgos para la automatización de servicios 
que se contemplan en las normas vigentes, como la Directiva (UE) 2018/9581 («Directiva 
sobre el test de proporcionalidad»), y no deben constituir una restricción injustificada o 
desproporcionada a la libre circulación de servicios;

 estableciendo mecanismos claros de rendición de cuentas, responsabilidad y 
resarcimiento para hacer frente a posibles perjuicios derivados del uso de aplicaciones de 
inteligencia artificial, de la toma de decisiones automatizada y de las herramientas de 
aprendizaje automático;

 estableciendo el principio de seguridad, seguridad desde el diseño y seguridad por 
defecto, estableciendo derechos y procedimientos eficaces y eficientes destinados a los 
desarrolladores de inteligencia artificial para los casos en que los algoritmos produzcan 
decisiones de carácter sensible sobre las personas, y abordando y aprovechando 
adecuadamente el impacto de los futuros avances tecnológicos;

 garantizando la compatibilidad con la confidencialidad, la privacidad de los usuarios y los 
secretos comerciales; 

 garantizando que se facilite información exhaustiva a los trabajadores cuando las 
tecnologías de inteligencia artificial introducidas en el lugar de trabajo tengan un impacto 
directo en las condiciones laborales de los trabajadores que utilizan servicios digitales;

5. Sanciones 

1 Directiva (UE) 2018/958 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 
2018, relativa al test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de 
profesiones (DO L 173 de 9.7.2018, p. 25).



El cumplimiento de las disposiciones debe asegurarse con unas sanciones efectivas, 
proporcionadas y disuasorias, incluida la imposición de multas proporcionadas.

V. MEDIDAS PARA CONTRARRESTAR LOS CONTENIDOS ILEGALES EN 
LÍNEA 

La Ley de Servicios Digitales debe ofrecer claridad y orientación sobre el modo en que los 
intermediarios en línea han de tratar los contenidos ilegales en línea. Las normas revisadas de 
la Directiva sobre el comercio electrónico deben:

 precisar que la eliminación de contenidos ilegales o el bloqueo del acceso a ellos no debe 
afectar a los derechos fundamentales ni a los intereses legítimos de usuarios y 
consumidores, y que el contenido legal debe mantenerse en internet;

 mejorar el marco jurídico teniendo presente la contribución fundamental de los 
intermediarios en línea y de internet para facilitar el debate público y la libre difusión de 
hechos, opiniones e ideas;

 preservar el principio jurídico subyacente de que los intermediarios en línea no deben ser 
considerados responsables directos de los actos de sus usuarios y de que los 
intermediarios en línea pueden seguir moderando contenidos con arreglo a condiciones de 
servicio justas, accesibles, no discriminatorias y transparentes;

 precisar que la decisión tomada por los intermediarios en línea acerca de la legalidad de 
un contenido subido por los usuarios debe ser provisional y no se les debe pedir 
responsabilidades por ello, ya que los tribunales son los únicos que deben decidir en 
última instancia cuándo un contenido es ilegal; 

 garantizar que no se vea afectada la capacidad de los Estados miembros para decidir qué 
contenido es ilegal con arreglo al Derecho nacional; 

 garantizar que las medidas que se obligue a adoptar a los intermediarios en línea sean 
proporcionadas, eficaces y adecuadas para afrontar eficazmente los contenidos ilegales en 
línea; 

 adaptar la severidad de las medidas que deben adoptar los prestadores de servicios a la 
gravedad de la infracción; 

 garantizar que el bloqueo del acceso a los contenidos ilegales y su eliminación no 
requieran bloquear el acceso a toda una plataforma y un conjunto de servicios que, por lo 
demás, sean legales;

 introducir nuevos procedimientos de transparencia y de supervisión independiente de la 
moderación de contenidos e instrumentos relativos a la eliminación de contenidos 
ilegales en línea; estos sistemas y procedimientos deben ir acompañados de salvaguardias 
sólidas de transparencia y rendición de cuentas y deben poder ser objeto de auditorías y 
pruebas por parte de las autoridades competentes.

1. Un mecanismo de aviso y acción 



La Ley de Servicios Digitales debe establecer un mecanismo de aviso y acción jurídicamente 
exigible, basado en un conjunto de procesos claros y plazos precisos para cada fase del 
procedimiento de aviso y acción. Este mecanismo de aviso y acción debe:

 aplicarse a los contenidos o comportamientos ilegales en línea; 

 distinguir entre diferentes tipos de proveedores, sectores o contenidos ilegales y distintos 
grados de gravedad de la infracción;

 crear procedimientos de fácil acceso, fiables y sencillos adaptados a cada tipo de 
contenido;

 permitir que los usuarios avisen fácilmente por medios electrónicos sobre los contenidos 
o comportamientos en línea potencialmente ilegales a los intermediarios en línea; 

 esclarecer, de manera inteligible, conceptos y procesos actuales como «actuar con 
prontitud», «conocimiento efectivo», «acciones personalizadas», «formato de los avisos» 
y «validez de los avisos»; 

 garantizar que los avisos no den lugar automáticamente a responsabilidad jurídica ni 
impongan una obligación de eliminación respecto de partes específicas del contenido o de 
la valoración de la legalidad; 

 exigir que los avisos sean suficientemente precisos y estén debidamente fundamentados 
para que el prestador de servicios que los recibe adopte una decisión diligente con 
conocimiento de causa con respecto al curso que debe darse al aviso, y especificar los 
requisitos necesarios para garantizar que los avisos contengan toda la información 
necesaria para la rápida eliminación del contenido ilegal;

 los avisos deben incluir la localización (URL y sello de tiempo, cuando proceda) del 
contenido presuntamente ilegal, una indicación de la hora y la fecha en que se cometió la 
supuesta infracción, los motivos aducidos para la reclamación, en particular la exposición 
de las razones por las que la persona que efectúa el aviso considera ilegal el contenido, y, 
en caso necesario, dependiendo del tipo de contenido, pruebas adicionales en que se 
apoye la reclamación, y una declaración de buena fe de que la información facilitada es 
exacta;

 aunque no estará obligado a ello, la persona que efectúa el aviso debe tener la posibilidad 
de incluir sus datos de contacto en el aviso; si decide hacerlo, debe garantizarse su 
anonimato frente al proveedor de contenidos; si no se facilitan datos de contacto, puede 
utilizarse la dirección IP u otra información equivalente; no deben permitirse los avisos 
anónimos cuando se refieran a la violación de los derechos de la personalidad o derechos 
de propiedad intelectual;

 establecer salvaguardas para impedir comportamientos abusivos de usuarios que 
sistemática y reiteradamente y de mala fe efectúan avisos falsos o abusivos;

 imponer a los intermediarios en línea la obligación de comprobar el contenido objeto del 
aviso y responder en un plazo adecuado y mediante decisión motivada tanto a la persona 
que efectúa el aviso como a quien hubiera colocado el contenido en línea; este requisito 
de respuesta debe incluir la motivación de la decisión, cómo se tomó, si fue tomada por 



una persona o de forma automatizada, e información sobre la posibilidad de que 
cualquiera de las partes recurra la decisión ante el intermediario, los tribunales u otras 
entidades;

 facilitar información y vías de recurso para impugnar la decisión a través de un 
contraaviso, también cuando el contenido haya sido eliminado mediante soluciones 
automáticas, a menos que el contraaviso pueda entrar en conflicto con una investigación 
en curso por parte de las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley;

 garantizar que los mandatos judiciales dictados en un Estado miembro distinto al de los 
intermediarios en línea no se tramiten en el marco del mecanismo de aviso y acción.

El mecanismo de aviso y acción de la Ley de Servicios Digitales solo debe ser vinculante para 
contenidos ilegales. Ahora bien, esta circunstancia no debe impedir que los intermediarios en 
línea puedan adoptar un mecanismo similar de aviso y acción para otros contenidos.

2. Solución extrajudicial de litigios relativos a los mecanismos de aviso y acción 

 La decisión del intermediario en línea sobre si actúa o no en relación con un contenido 
señalado como ilegal debe ir acompañada de una justificación clara de las acciones 
emprendidas en relación con dicho contenido concreto. La persona que efectúa el aviso 
debe recibir un acuse de recibo y una comunicación en la que se le indique el curso dado 
al aviso.

 El proveedor del contenido señalado como ilegal debe ser informado inmediatamente del 
aviso y, en su caso, de las razones y las decisiones tomadas para eliminar o suspender el 
contenido o bloquear el acceso. Todas las partes serán debidamente informadas de todas 
las vías y mecanismos legales existentes para impugnar la decisión.

 Todas las partes interesadas deben tener derecho a oponerse a la decisión a través de un 
contraaviso, que debe estar sujeto a requisitos claros e ir acompañado de una explicación. 
Las partes interesadas también deben tener la posibilidad de recurrir a mecanismos 
extrajudiciales de resolución de litigios.

 El derecho a recibir un aviso y el derecho a un contraaviso por parte de un usuario antes 
de que se adopte una decisión de eliminación de contenidos solo podrá ser objeto de 
restricción o renuncia cuando:

a) los intermediarios en línea estén sujetos a una obligación jurídica nacional de 
interrumpir la prestación de todos sus servicios de intermediación en línea a un 
determinado usuario, de forma que no se pueda respetar el mecanismo de aviso y 
acción; o, 

b) el aviso o el contraaviso obstaculicen una investigación penal en curso que 
requiera mantener en secreto la decisión de suspender o retirar el acceso al 
contenido.

 Las normas del artículo 17 de la Directiva sobre el comercio electrónico deben revisarse 
para garantizar que se establezcan mecanismos extrajudiciales independientes de 
resolución de litigios que estén a disposición de los usuarios en caso de litigios sobre el 
bloqueo del acceso a obras u otras prestaciones cargadas por ellos o su eliminación.



 El mecanismo extrajudicial de resolución de litigios debe atenerse a determinadas 
normas, en particular en materia de equidad procesal, independencia, imparcialidad, 
transparencia y eficacia. Dichos mecanismos permitirán una resolución imparcial de los 
litigios y no privarán al usuario de la protección jurídica que ofrece el Derecho nacional, 
sin perjuicio de los derechos de los usuarios a emplear otros recursos judiciales eficaces.

 Si el recurso y el contraaviso demuestran que no es ilegal la actividad o la información 
objeto del aviso, el intermediario en línea debe restablecer el contenido eliminado o 
bloqueado sin demora injustificada o permitir que el usuario vuelva a cargarlo.

 Al emitir, impugnar o recibir un aviso, debe notificarse a todas las partes interesadas 
tanto la posibilidad de hacer uso de un mecanismo alternativo de resolución de litigios 
como el derecho a recurrir ante un órgano jurisdiccional nacional competente.

 Los mecanismos de resolución extrajudicial de litigios no deben afectar en modo alguno a 
los derechos de las partes implicadas a iniciar procedimientos judiciales. 

3. Transparencia del mecanismo de aviso y acción 

Los mecanismos de aviso y acción deben ser transparentes y estar a disposición pública. Con 
este fin, los intermediarios en línea deben estar obligados a publicar informes anuales, que 
deben estar normalizados y contener información sobre:

 el número total de avisos recibidos a través del mecanismo de aviso y acción y los tipos 
de contenido a que se refieren;

 el plazo de respuesta medio por tipo de contenido; 

 el número de retiradas erróneas;

 el tipo de entidades que emiten los avisos (particulares, organizaciones, empresas, 
alertadores fiables, etc.) y el número total de sus avisos;

 información sobre la naturaleza de la ilegalidad del contenido o el tipo de infracción por 
la que fue eliminado;

 el número de impugnaciones de decisiones recibidas por los intermediarios en línea y 
cómo fueron tramitadas;

 la descripción del modelo de moderación de contenidos empleado por el intermediario 
que los aloja, así como de cualquier herramienta automatizada, incluida información 
significativa sobre la lógica aplicada;

 las medidas que los intermediarios adoptan con respecto a los infractores reincidentes y 
que han de ser eficaces a la hora de poner fin a este tipo de comportamiento abusivo 
sistemático.

La obligación de hacer público dicho informe y el nivel de detalle exigido deben tener en 
cuenta el tamaño o la escala a la que operan los intermediarios en línea y el hecho de que solo 



cuenten con escasos recursos y conocimientos especializados. Las microempresas y las 
empresas emergentes solo deben estar obligadas a actualizar este informe cuando se produzca 
un cambio significativo de un año a otro.

Los intermediarios en línea también deben hacer pública información sobre sus 
procedimientos y los plazos de intervención de los interesados, como el plazo de quien subió 
el contenido para responder con un contraaviso, el plazo del intermediario para informar a 
ambas partes del resultado del procedimiento y el plazo de las distintas vías de recurso frente 
a la decisión.

4. Disposiciones de puerto seguro en los artículos 12, 13 y 14 de la Directiva sobre el 
comercio electrónico 

La Ley de Servicios Digitales debe proteger y mantener las vigentes exenciones limitadas de 
responsabilidad de los prestadores de servicios de la sociedad de la información 
(intermediarios en línea) establecidas en los artículos 12, 13 y 14 de la Directiva sobre el 
comercio electrónico.

5. Alojamiento activo y pasivo

La Ley de Servicios Digitales debe mantener las excepciones de la Directiva sobre el 
comercio electrónico para los intermediarios que tienen un comportamiento neutral y pasivo y 
abordar la falta de seguridad jurídica en relación con el concepto de «papel activo» mediante 
una codificación de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia en la materia. También debe 
aclarar que los prestadores de servicios de alojamiento de datos desempeñan un papel activo 
cuando crean los contenidos o contribuyen en alguna medida a la ilegalidad de estos, o si ello 
equivale a adoptar como propios contenidos de terceros según la apreciación de los usuarios o 
consumidores medios.

Debe garantizar que las medidas voluntarias adoptadas por los intermediarios en línea para 
afrontar los contenidos ilícitos no deben dar lugar a que se considere que tienen un papel 
activo únicamente sobre la base de dichas medidas. No obstante, el despliegue de ese tipo de 
medidas debe ir acompañado de salvaguardias adecuadas, y las prácticas de moderación de 
contenidos deben ser justas, accesibles, no discriminatorias y transparentes.

La Ley de Servicios Digitales debe mantener las exenciones de responsabilidad para los 
servicios de fondo y de infraestructura, que no son parte en las relaciones contractuales entre 
los intermediarios en línea y sus clientes y que se limitan a aplicar las decisiones adoptadas 
por los intermediarios en línea o sus clientes.

6. Prohibición de la obligación general de supervisión - Artículo 15 de la Directiva sobre 
el comercio electrónico

La Ley de Servicios Digitales debe mantener la prohibición de la obligación general de 
supervisión establecida en el artículo 15 de la vigente Directiva sobre el comercio electrónico. 
Los intermediarios en línea no deben estar sujetos a obligaciones generales de supervisión.

VI. MERCADOS EN LÍNEA 

La Ley de Servicios Digitales debe proponer normas específicas para los mercados en línea 
por lo que se refiere a la venta, promoción y oferta en línea de productos y servicios a los 
consumidores.



Las nuevas normas deben:

 ser compatibles y complementarias en relación con una reforma de la Directiva sobre la 
seguridad general de los productos;

 aplicarse a todas las entidades que ofrecen directamente servicios y productos a los 
consumidores de la Unión, también si están establecidos fuera de la Unión;

 distinguir los mercados en línea de otros tipos de prestadores de servicios, en particular 
de otras actividades auxiliares de intermediación en el marco de la misma actividad 
empresarial; si uno de los servicios prestados por una empresa cumple los criterios 
necesarios para ser considerado un mercado en línea, las normas deben aplicarse 
plenamente a esa parte de su actividad, con independencia de la organización interna de 
dicha empresa;

 garantizar que los mercados en línea dejen claro el país desde el que se venden los 
productos o se prestan los servicios, con independencia de si se venden o prestan por 
dicho mercado, por un tercero o por un vendedor establecido dentro o fuera de la Unión;

 garantizar que los mercados en línea eliminen con celeridad toda información facilitada 
por el proveedor que se sepa engañosa, en particular las garantías implícitas y 
declaraciones del proveedor que sean engañosas;

 garantizar que los mercados en línea que ofrezcan servicios profesionales indiquen 
cuándo una profesión está regulada en el sentido de la Directiva 2005/36/CE, a fin de que 
los consumidores puedan elegir con conocimiento de causa y verificar, en caso necesario, 
ante la autoridad competente pertinente, si un profesional cumple los requisitos de una 
cualificación profesional específica; 

 garantizar que los mercados en línea sean transparentes, rindan cuentas y cooperen con 
las autoridades competentes de los Estados miembros a fin de detectar riesgos graves de 
productos peligrosos y alertarlas tan pronto como tengan conocimiento de dichos 
productos en sus plataformas;

 garantizar que los mercados en línea consulten el sistema de alerta rápida de la Unión 
para productos peligrosos no alimenticios (RAPEX) y lleven a cabo controles aleatorios 
de productos recuperados y peligrosos y, cuando sea posible, tomen las medidas 
adecuadas con respecto a los productos en cuestión;

 garantizar que cuando un producto haya sido señalado como inseguro por los sistemas de 
alerta rápida de la Unión, las autoridades nacionales de vigilancia del mercado, las 
autoridades aduaneras o las autoridades de protección de los consumidores, sea 
obligatorio retirarlo del mercado de forma rápida y en un plazo máximo de dos días 
laborables desde la recepción del aviso;

 garantizar que las plataformas en línea informen a los consumidores cuando un producto 
que hayan comprado hubiera sido retirado de la plataforma a raíz de un aviso de no 
conformidad con las normas de la Unión sobre seguridad de los productos y protección 
de los consumidores; garantizar que también informen a los consumidores de todos los 
problemas de seguridad y todas las acciones necesarias para garantizar que las medidas 
de recuperación se ejecutan efectivamente;



 garantizar que los mercados en línea, en cooperación con las autoridades, establezcan 
medidas para actuar contra los infractores reincidentes que ofrecen productos peligrosos, 
en consonancia con el Reglamento sobre las relaciones entre plataformas y empresas, y 
que adopten medidas destinadas a prevenir la reaparición de productos peligrosos que ya 
hubieran sido retirados;

 estudiar la posibilidad de exigir a los proveedores establecidos en un tercer país que 
designen un representante legal establecido en la Unión a quien puedan pedirse 
responsabilidades por la venta a consumidores europeos de productos que no cumplen las 
normas de seguridad de la Unión;

 abordar la responsabilidad de los mercados en línea por daños a los consumidores y por 
no tomar las medidas adecuadas para eliminar los productos ilegales tras haber tenido 
conocimiento efectivo de dichos productos ilegales;

 abordar la responsabilidad de los mercados en línea cuando esas plataformas tengan una 
influencia predominante sobre los proveedores y sobre elementos esenciales de las 
transacciones económicas, como los medios de pago, los precios y las condiciones 
predeterminadas, o tengan comportamientos encaminados a facilitar la venta de productos 
al consumidor en el mercado de la Unión y no esté establecido en la Unión ningún 
fabricante, importador o distribuidor a quien puedan pedirse responsabilidades;

 abordar la responsabilidad de los mercados en línea si el mercado en línea no ha 
informado al consumidor de que un tercero es el proveedor real de los productos o 
servicios, de modo que el mercado sea responsable contractualmente ante el consumidor; 
también debe estudiarse la atribución de responsabilidad en los casos en que el mercado 
facilite información engañosa a sabiendas; 

 garantizar que los mercados en línea tengan un derecho de resarcimiento frente a un 
proveedor o productor infractor;

 explorar la conveniencia de extender el compromiso asumido por algunos minoristas del 
comercio digital y la Comisión de retirar más rápidamente de la venta los productos 
peligrosos o falsificados, respectivamente, en virtud de los regímenes voluntarios 
llamados «Compromiso de seguridad de los productos» y «Memorándum de Acuerdo 
sobre la venta de mercancías falsificadas a través de internet», e indicar cuál de estos 
compromisos podría hacerse obligatorio.

VII. REGULACIÓN EX ANTE DE LOS OPERADORES SISTÉMICOS

La Ley de Servicios Digitales debe incluir una propuesta de nuevo instrumento autónomo 
destinado a garantizar que la función sistémica de determinadas plataformas en línea no ponga 
en peligro el mercado interior excluyendo injustamente a nuevos participantes, incluidos 
pymes, emprendedores y empresas emergentes, lo que reduce la oferta a los consumidores.

Para tal fin, la Ley de Servicios Digitales debe, en particular:

 establecer un mecanismo ex ante para prevenir (en lugar de limitarse a subsanar) los 
fallos de mercado causados por los «operadores sistémicos» en el mundo digital, sobre la 
base del Reglamento sobre las relaciones entre plataformas y empresas; este mecanismo 



debe hacer posible que las autoridades reguladoras impongan medidas correctoras a 
dichos operadores sistémicos para subsanar fallos del mercado, sin necesidad de constatar 
una infracción de las normas de competencia;

 facultar a las autoridades reguladoras para imponer condiciones proporcionadas y bien 
definidas a las empresas que hayan sido consideradas «operadores sistémicos», sobre la 
base de criterios establecidos en el marco de la Ley de Servicios Digitales y una lista 
cerrada de las acciones positivas y negativas que dichas empresas deben cumplir o de las 
que se deben abstener; en su evaluación de impacto, la Comisión debe analizar de manera 
exhaustiva los distintos problemas observados hasta ahora en el mercado, por ejemplo:

- la ausencia de interoperabilidad y de instrumentos, datos, conocimientos 
especializados y recursos adecuados para que el consumidor pueda cambiar de 
plataforma digital o ecosistema de internet o conectarse e interoperar con ellos; 

- la presentación preferencial sistemática, que permite a los operadores sistémicos dar 
mayor visibilidad a sus propios servicios descendentes; 

- utilizar la envoltura de datos para expandir la posición dominante en un mercado a 
mercados adyacentes, autofavoreciendo sus propios productos y servicios y adoptando 
prácticas que buscan la cautividad del consumidor;

- la práctica generalizada de impedir a terceras empresas que dirijan a los 
consumidores a su propio sitio web mediante la imposición de cláusulas contractuales;

- la falta de transparencia de los sistemas de recomendación utilizados por los 
operadores sistémicos, incluidas las normas y criterios para el funcionamiento de 
dichos sistemas; 

 garantizar a los operadores sistémicos la posibilidad de demostrar que su comportamiento 
controvertido está justificado;

 precisar que algunas medidas correctoras de regulación deben imponerse a todas los 
«operadores sistémicos», como las obligaciones de transparencia sobre su 
comportamiento, en particular la forma de recopilar datos, y una prohibición de que los 
«operadores sistémicos» recurran a prácticas encaminadas a hacer más difícil que los 
consumidores cambien de proveedor o usen servicios a través de diferentes proveedores, 
u otras formas de discriminación que excluyan a otras empresas o las sitúen en posición 
de desventaja;

 facultar a las autoridades reguladoras para que adopten medidas provisionales e 
impongan penalizaciones a los «operadores sistémicos» que no respeten las diferentes 
obligaciones de regulación que se les impongan;

 reservar a la Comisión la facultad de decidir si un prestador de servicios de la sociedad de 
la información es un «operador sistémico» basándose en las condiciones del mecanismo 
ex ante;

 empoderar a los usuarios de «operadores sistémicos» de modo que estén informados, 
desactiven y puedan controlar y decidir de forma efectiva qué tipo de contenidos desean 
ver; también debe informarse debidamente a los usuarios de todos los motivos por los que 
se les sugieren contenidos específicos;



 garantizar que sean respetados los derechos, las obligaciones y los principios del RGPD, 
en particular la minimización de datos, la limitación de finalidad, la protección de datos 
desde el diseño y por defecto y los motivos legales para el tratamiento;

 garantizar niveles adecuados de interoperabilidad por los que se requiera a los 
«operadores sistémicos» compartir las herramientas, los datos, los conocimientos 
especializados y los recursos adecuados para limitar los riesgos de cautividad de usuarios 
y consumidores y de que los usuarios se vean vinculados a un operador sistémico sin 
posibilidad real o incentivos para cambiar de plataforma digital o ecosistema de internet 
como parte de esas medidas; la Comisión debe explorar diferentes tecnologías y normas y 
protocolos abiertos, incluida la posibilidad de una interfaz técnica (interfaz de 
programación de aplicaciones) que permita a los usuarios de plataformas competidoras 
acceder a los operadores sistémicos e intercambiar información con ella; los operadores 
sistémicos no podrán hacer uso comercial de ninguno de los datos recibidos de terceros 
durante las actividades de interoperabilidad con fines que no sean el de permitir dichas 
actividades; las obligaciones de interoperabilidad no deben limitar, obstaculizar o retrasar 
la posibilidad de que los intermediarios corrijan vulnerabilidades;

 garantizar que el nuevo mecanismo ex ante no afecte a la aplicación de las normas de 
competencia, también en relación con la autopreferencia y la integración vertical general, 
y garantizar que ambas políticas sean totalmente independientes.

VIII. SUPERVISIÓN, COOPERACIÓN Y GARANTÍA DEL CUMPLIMIENTO

La Ley de Servicios Digitales debe mejorar la supervisión y el cumplimiento efectivo de las 
normas vigentes y reforzar la cláusula relativa al mercado interior como piedra angular del 
mercado único digital complementándola con un nuevo mecanismo de cooperación destinado 
a mejorar el intercambio de información, la cooperación, la confianza mutua y, si así se 
solicita, la asistencia mutua voluntaria entre Estados miembros, en particular entre las 
autoridades del país de origen, en el que está establecido el prestador de servicios, y las 
autoridades del país de acogida, en el que proveedor ofrece sus servicios.

La Comisión debe llevar a cabo una evaluación de impacto exhaustiva para evaluar el modelo 
de supervisión y de garantía del cumplimiento más adecuado para la aplicación de las 
disposiciones relativas a la Ley de Servicios Digitales, respetando al mismo tiempo los 
principios de subsidiariedad y proporcionalidad.

En su evaluación de impacto, la Comisión debe examinar los modelos existentes, como la Red 
de Cooperación para la Protección de los Consumidores (CPC), el Grupo de Entidades 
Reguladoras Europeas para los Servicios de Comunicación Audiovisual (ERGA), el Consejo 
Europeo de Protección de Datos (CEPD) y la Red Europea de Competencia (REC), y debe 
estudiar la posibilidad de adoptar un sistema híbrido de supervisión.

Este sistema híbrido de supervisión, basado en la coordinación de la Unión en cooperación 
con una red de autoridades nacionales, debe mejorar el seguimiento y la aplicación de la Ley 
de Servicios Digitales, debe garantizar el cumplimiento, incluida la ejecución de multas 
reglamentarias u otras sanciones o medidas, y debe poder llevar a cabo auditorías de 
intermediarios y plataformas. También debe resolver, en caso necesario, los litigios 
transfronterizos entre las autoridades nacionales, abordar cuestiones transfronterizas 
complejas, proporcionar asesoramiento y orientación y aprobar códigos y decisiones a escala 
de la Unión, y, junto con las autoridades nacionales, debe poder iniciar iniciativas e 



investigaciones sobre cuestiones transfronterizas. La Comisión debe seguir supervisando en 
última instancia el cumplimiento de las obligaciones de los Estados miembros.

La Comisión debe informar al Parlamento Europeo y al Consejo y, junto con las autoridades 
nacionales, mantener un «cuadro de indicadores de las plataformas» público con información 
pertinente sobre el cumplimiento de la Ley de Servicios Digitales. La Comisión debe facilitar 
y apoyar la creación y el mantenimiento de un repositorio europeo de investigación para 
facilitar el intercambio de este tipo de datos con instituciones públicas, investigadores, ONG y 
universidades con fines de investigación.

Además, la Ley de Servicios Digitales debe introducir también nuevos elementos de garantía 
del cumplimiento en el artículo 16 de la Directiva sobre el comercio electrónico en lo que se 
refiere a la autorregulación.


